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Zapopan, Jalisco, veintinueve de septiembre de dos 
mil veintiséis.

VISTOS, para resolver en sentencia definitiva, los autos 

del juicio mercantil oral 398/2025-III, promovido por  ****** 

****** ******* ********** en contra de ******** ******* 

******* ( ******), Sociedad Anónima de Capital 
Variable; así como, la acción reconvencional promovida por 

ésta última en contra de la actora en lo principal.

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Presentación de la demanda.

Mediante escrito presentado a través de buzón judicial 

de la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados 

de Distrito en Materia Civil en el Estado de Jalisco (OCC), 

****** ****** ******* ********** compareció a demandar, 

en la vía mercantil oral, de  ******** ******* ******* 
*******), Sociedad Anónima de Capital Variable, las 

prestaciones que del escrito de demanda se desprenden.

Al efecto, la actora realizó una relación de hechos y 

concluyó con los petitorios de rigor.

SEGUNDO. Trámite del juicio.

Por auto de veinticinco de septiembre de dos mil 

veinticinco, se admitió la demanda; y, en consecuencia, se 

ordenó emplazar a juicio a la demandada, diligencia que se 

llevó a cabo el dieciséis de enero de dos mil veintiséis.

En proveído de nueve de febrero de dos mil veintiséis, 

se tuvo a la institución bancaria contestando en tiempo y 

forma la demanda instaurada en su contra, oponiendo las 

excepciones y defensas que consideró pertinentes, para lo 

cual, ofreció los medios de convicción que estimó 

C
L

A
U

D
IA

 D
E

 A
N

D
A

 G
A

R
C

IA
706a6620636a6633000000000000000000016632
06/05/29 10:57:54

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio Oral Mercantil 398/2025-III
Sentencia definitiva

2

pertinentes; con el que se dio vista a la parte actora, para 

que manifestara lo que a su interés legal conviniera.

De igual forma, en el acuerdo en que se tuvo por 

contestada la demanda, se admitió la demanda 
reconvencional que interpuso  ******** ******* 
******* ( ******), Sociedad Anónima de Capital 
Variable, en contra de la actora,  ****** ****** ******* 

**********

Posteriormente, por acuerdo de veinte de febrero de 

dos mil veintiséis, se tuvo a la accionante desahogando la 

vista dada con el escrito de contestación.

Después, por acuerdo de tres de marzo del año en 

curso , se recibió el escrito presentado por la demandada 

reconvencional, mediante el cual contestó oportunamente la 

demanda reconvencional instaurada en su contra, por 

opuestas las excepciones y defensas, así como objetando 

en cuanto a su alcance y valor probatorio las documentales 

ofrecidas por la actora reconvencional.

En ese mismo proveído se ordenó dar vista a la 

actora con la citada contestación de demanda 

reconvencional, a quien se le tuvo desahogando la vista 

correspondiente, en proveído de trece de marzo de dos mil 

veintiséis.

TERCERO. Audiencia preliminar.

El ocho de abril de dos mil veintiséis, tuvo verificativo la 

audiencia preliminar señalada para las diez horas con treinta 

minutos, en los términos que se advierten de la 

videograbación respectiva y del acta que recayó a la misma. 

CUARTO. Audiencia del juicio.
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El doce de junio de dos mil veintiséis, tuvo verificativo la 

audiencia del juicio señalada para las diez horas con treinta 

minutos; la que se desahogó en los términos que se advierten 

de la videograbación respectiva y del acta que recayó a la 

misma. 

El quince de julio de dos mil veintiséis, tuvo verificativo 

la reanudación de la audiencia del juicio, señalada para las 

doce horas con treinta minutos, en los términos que se 

advierten del acta y de la videograbación respectiva, 

precisándose que la audiencia se suspendió por diferimiento 

para dar oportunidad a que se integrara la prueba documental 

de informes admitida a la demandada. 

El veintinueve de septiembre de dos mil veintiséis, tuvo 

verificativo la reanudación de la audiencia del juicio, señalada 

para las catorce horas, en los términos que se advierten del 

acta y de la videograbación respectiva, haciéndose constar 

que en dicha audiencia, en términos de lo dispuesto en los 

artículos 1390 bis 38 y 1390 bis 39 del Código de Comercio, 

la secretaria en funciones de jueza, declaró visto el asunto 

y procedió a dictar con estricto apego a derecho la 

sentencia definitiva en el presente juicio.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia.

No se hace mayor pronunciamiento en cuanto a la 

competencia de este Juzgado Primero de Distrito en Materia 

Mercantil Federal en el Estado de Jalisco, Especializado en 

Juicios Orales, con residencia en Zapopan, toda vez que de 

conformidad con lo dispuesto por los numerales 1114 y 1115 

del Código de Comercio, las cuestiones de competencia sólo 

podrán plantearse a instancia de parte, ya sea por inhibitoria o 

declinatoria, sin que en el caso, se haya hecho valer; y, los 
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tribunales quedan legalmente impedidos para declarar de 

oficio las cuestiones de competencia, salvo en el primer 

proveído que se dicte en la demanda principal cuando se trate 

de competencias por razón de territorio o materia, o, en la 

reconvención, cuando ésta sea procedente, según la cuantía 

del negocio.

SEGUNDO. Personalidad. 

Como se hizo constar en la audiencia preliminar, en 

términos de los artículos 1056 y 1061 del Código de Comercio, 

la personalidad de las partes quedó acreditada.

TERCERO. Vía.

Toda vez que, de conformidad con lo establecido por la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la 

procedencia de la vía es un presupuesto procesal de orden 

público, que debe analizarse antes de resolver el fondo de la 

cuestión planteada, se procede a analizar la misma.

Tiene aplicación a lo anterior, la jurisprudencia 1a./J. 

25/2005, localizable con el registro digital: 178665, emitida por 

la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

Novena Época, Materias(s): Común, Fuente: Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXI, Abril de 

2005, página 576, que establece:

“PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO 
PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES 
DE RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA. 
El derecho a la tutela jurisdiccional establecido por el 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos no es ilimitado, sino que está restringido por 
diversas condiciones y plazos utilizados para garantizar la 
seguridad jurídica. Así, las leyes procesales determinan cuál es 
la vía en que debe intentarse cada acción, por lo cual, la 
prosecución de un juicio en la forma establecida por aquéllas 
tiene el carácter de presupuesto procesal que debe atenderse 
previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las 
acciones sólo puede llevarse a efecto si el juicio, en la vía 
escogida por el actor, es procedente, pues de no serlo, el Juez 
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estaría impedido para resolver sobre las acciones planteadas. 
Por ello, el estudio de la procedencia del juicio, al ser una 
cuestión de orden público, debe analizarse de oficio porque la 
ley expresamente ordena el procedimiento en que deben 
tramitarse las diversas controversias, sin permitirse a los 
particulares adoptar diversas formas de juicio salvo las 
excepciones expresamente señaladas en la ley. En 
consecuencia, aunque exista un auto que admita la demanda y 
la vía propuesta por la parte solicitante, sin que la parte 
demandada la hubiere impugnado mediante el recurso 
correspondiente o a través de una excepción, ello no implica 
que, por el supuesto consentimiento de los gobernados, la vía 
establecida por el legislador no deba tomarse en cuenta. Por 
tanto, el juzgador estudiará de oficio dicho presupuesto, porque 
de otra manera se vulnerarían las garantías de legalidad y 
seguridad jurídica establecidas en el artículo 14 constitucional, 
de acuerdo con las cuales nadie puede ser privado de la vida, 
de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, 
sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente 
establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales 
del procedimiento. Luego entonces, el juzgador, en aras de 
garantizar la seguridad jurídica de las partes en el proceso, 
debe asegurarse siempre de que la vía elegida por el solicitante 
de justicia sea la procedente, en cualquier momento de la 
contienda, incluso en el momento de dictar la sentencia 
definitiva, por lo que debe realizar de manera oficiosa el estudio 
de la procedencia de la vía, aun cuando las partes no la 
hubieran impugnado previamente.”.

En el caso, la vía mercantil oral resulta la idónea 
para promover el presente juicio, ya que de conformidad con 

lo dispuesto por los numerales 1055, 1390 Bis y 1390 Bis 1, 

de la citada legislación, los juicios mercantiles son, entre 

otros, orales, en los que se tramitarán todas las contiendas 

sin limitación de cuantía; siempre que ésta sea determinada 

y no exista una vía especial; extremos que se colman en el 

presente juicio.

CUARTO. Legitimación en la causa.

Por ser la legitimación en la causa una cuestión que 

atañe al fondo de la cuestión litigiosa y, por tanto, sólo 

puede estudiarse en el momento en que se pronuncie la 

sentencia definitiva, se procede a analizar la misma.

Corrobora lo expuesto, la jurisprudencia I.11o.C. J/12, 

integrada por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en 
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Materia Civil del Primer Circuito, publicada en la página 

2066, del Tomo XXVII, Abril de 2008, Materia Civil, del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Época, registro: 169857, que establece:

“LEGITIMACIÓN ACTIVA EN LA CAUSA. ES UNA 
CONDICIÓN NECESARIA PARA LA PROCEDENCIA DE LA 
ACCIÓN Y SÓLO PUEDE ANALIZARSE DE OFICIO POR EL 
JUZGADOR AL MOMENTO DE DICTAR SENTENCIA. La 
legitimación activa en la causa no es un presupuesto procesal 
sino una condición para obtener sentencia favorable, esto es, 
se trata de una condición necesaria para la procedencia de la 
acción, y consiste en la identidad del actor con la persona a 
cuyo favor está la ley, por lo que el actor estará legitimado en la 
causa cuando ejercita un derecho que realmente le 
corresponde, de tal manera que la legitimación ad causam 
atañe al fondo de la cuestión litigiosa y, por ende, es evidente 
que sólo puede analizarse de oficio por el juzgador en el 
momento en que se pronuncie la sentencia definitiva y no 
antes.”

Así las cosas, la actora en lo principal ****** ****** 

******* ********** se encuentra legitimada en términos de 

lo establecido por el artículo 1,056 del Código de Comercio, 

para promover el presente juicio mercantil oral, pues hace 

valer un derecho personal que tiene su origen en un acto 

jurídico que tilda de nulo, consistente en el contrato de 

crédito vinculado a la tarjeta de crédito número 

***************, en la cual aparece como contratante y 

titular, ante la institución financiera demandada, el cual, en 

el reporte emitido por el Buró de Crédito el veintiocho de 

abril de dos mil veinticinco, presentaba un saldo deudor 

vencido de $********** (********** ******* * **   *** 

********** **** pesos, cero centavos, moneda nacional).

Por su parte, la demandada en lo principal ******** 
******* ******* (******), Sociedad Anónima de Capital 
Variable, se encuentra legitimada pasivamente en la causa, 

toda vez que es la persona moral con que otorgó el crédito 

vinculado a la tarjeta número  ***************, cuya 

nulidad reclama la actora, por lo que es quien legítimamente 
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puede oponerse a la reclamación en mención.

Asimismo, las partes contendientes, también se 
encuentran legitimadas en la reconvención, en atención 

a la actora  ******** ******* ******* ( ******), 

Sociedad Anónima de Capital Variable, ejerce la acción de 

pago del saldo deudor del crédito en la cuenta bajo la 

modalidad denominada "The Platinum Credit Card American 

Express" con número de cuenta  *****************, que 

según refiere, al reemplazarse el “plástico” cambió al 

número de tarjeta  *****************, que afirma celebró 

con ****** ****** ******* ********** el uno de octubre de 

dos mil veinticuatro.

Por su parte, la demandada reconvencional  ****** 

****** ******* ********** también se encuentra legitimado 

en la reconvención, al habérsele demandado en lo personal 

con motivo del multicitado contrato de crédito, habida cuenta 

que es la persona que legítimamente puede oponerse a las 

reclamaciones realizadas por la accionante reconvencional.

QUINTO. Estudio del fondo de la Litis de la acción 
principal.

Ahora bien, del análisis integral de las constancias de 

autos, se advierte que la litis en la acción principal se 
constriñe a determinar si resulta procedente declarar la 

nulidad absoluta del contrato de crédito vinculado a la 

tarjeta de crédito número  ***************, en la cual 

aparece como contratante y titular la actora ****** ****** 

******* *********, ante la institución financiera 

demandada, el cual, en el reporte emitido por el Buró de 

Crédito el veintiocho de abril de dos mil veinticinco, 

presentaba un saldo deudor vencido de $********** 

(********** ******* * **   *** ********** **** pesos, cero 
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centavos, moneda nacional).

Y, en caso de resultar procedente declarar la nulidad, 

condenar a la demandada  ******** ******* ******* 
(******), Sociedad Anónima de Capital Variable, a la 
cancelación de dicho contrato y del saldo deudor del mismo, 

así como de los accesorios, al ser una consecuencia legal de 

la nulidad.

Asimismo, determinar si resulta procedente condenar 

a la demandada al pago de costas.

En este orden de ideas, resulta conveniente exponer 

los razonamientos relativos a la validez de los actos 

jurídicos conforme a lo dispuesto en el Código Civil Federal 

(de aplicación supletoria sustantiva al Código de Comercio, 

conforme a su artículo 2º1).

Los actos jurídicos pueden definirse como la 

manifestación de la voluntad para producir consecuencias 

de derecho, cuya validez puede considerarse, en sí, la 

perfección del acto si se reúnen los elementos esenciales y 

no existe vicio alguno que los anule.

En cuanto a los elementos esenciales, de conformidad 

con los artículos 17942 y 22243 del Código Civil Federal, 

interpretado el segundo de ellos a contrario sensu, los actos 

jurídicos generalmente necesitan para existir, de los 

siguientes elementos:

1 Art. 2°. A falta de disposiciones de este ordenamiento y las demás leyes 
mercantiles, serán aplicables a los actos de comercio las del derecho común 
contenidas en el Código Civil aplicable en materia federal.
2 Artículo 1,794.- Para la existencia del contrato se requiere:

I.- Consentimiento;
II.- Objeto que pueda ser materia del contrato.

3 Artículo 2,224.- El acto jurídico inexistente por la falta de consentimiento o de 
objeto que pueda ser materia de él, no producirá efecto legal alguno. No es 
susceptible de valer por confirmación, ni por prescripción; su inexistencia puede 
invocarse por todo interesado.
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a) Consentimiento. 

b) Objeto. 

Si estos elementos no concurren, entonces se está 

ante la inexistencia del acto y, en consecuencia, éste no es 

susceptible de producir efecto jurídico alguno.

De esta manera, si se declara que un acto jurídico es 

inexistente, cualquier prestación que se hayan dado las 

partes queda insubsistente y, por tanto, deben restituirse 

mutuamente lo recibido en virtud del acto cuya inexistencia 

se declaró. 

Por otra parte, además de la concurrencia de esos 

elementos esenciales, para que un acto sea válido, no debe 

tener vicio interno o externo alguno, ya que, de lo contrario 

se está ante un acto viciado de nulidad; supuesto en el cual 

el acto jurídico existe, pero no es eficaz, es decir, no 

produce efectos jurídicos. 

La legislación sustantiva civil federal prevé una 

consecuencia para el caso de que los actos jurídicos tengan 

algún vicio que la propia ley establece como causante de 

invalidez, como sucede cuando: el objeto es ilícito, no se 

observaron las formas legales para el acto, existe error, dolo 

o violencia en la manifestación de la voluntad o si las partes 

eran incapaces. En cualquiera de esos casos, el acto 

jurídico en cuestión existe, pero esa existencia es 

imperfecta. 

Esa existencia imperfecta de los actos jurídicos es lo 

que las leyes y la doctrina conocen como nulidad y no es 

otra cosa más que, por un lado, una sanción, y por otro, una 

protección prevista por el legislador para el caso de que los 
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actos jurídicos se realicen con algún vicio de los 

mencionados. 

Ahora bien, esta sanción o protección legislativa no 

tiene siempre las mismas consecuencias para cualquier 

clase de vicio, la legislación civil en consulta es clara al 

señalar que la nulidad de un acto jurídico puede ser 

absoluta o relativa, según lo establezca la ley.

Al respecto, el artículo 22264 del Código Civil Federal, 

establece que la nulidad absoluta no impide que el acto 

produzca efectos de manera provisional, pero cuando se 

decreta la nulidad por un juez, los efectos se destruyen 

retroactivamente.

Por su parte, el artículo 22275 del mismo 

ordenamiento, señala que cualquier nulidad diferente a la 

absoluta se considerará relativa, y se distingue 

precisamente, en que siempre producirá efectos jurídicos, y 

que, cuando se decrete la nulidad, no destruirá 

retroactivamente los efectos del acto en cuestión, sino sólo 

los efectos hacia el futuro. 

En cuanto a los efectos que produce la nulidad, el 

artículo 22396 del ordenamiento sustantivo citado, señala 

que la anulación de un acto jurídico constriñe a las partes a 

restituirse mutuamente lo que hubieren recibido derivado del 

acto jurídico destruido.

4 Artículo 2,226.- La nulidad absoluta por regla general no impide que el acto 
produzca provisionalmente sus efectos, los cuales serán destruídos 
retroactivamente cuando se pronuncie por el juez la nulidad. De ella puede 
prevalerse todo interesado y no desaparece por la confirmación o la prescripción.

5 Artículo 2,227.- La nulidad es relativa cuando no reúne todos los caracteres 
enumerados en el artículo anterior. Siempre permite que el acto produzca 
provisionalmente sus efectos.
6 Artículo 2,239.- La anulación del acto obliga a las partes a restituirse mutuamente 
lo que han recibido o percibido en virtud o por consecuencia del acto anulado.
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Así, es posible demandar la invalidez o nulidad de un 

acto jurídico, cuando éste se encuentra viciado de una 

manera tal que la ley no permite que produzca 

consecuencias de derecho válidas.

Luego, no obstante las diferencias que se advierten 

entre la inexistencia y la nulidad absoluta de los actos 

jurídicos, debe decirse que tales diferencias son puramente 

conceptuales y teóricas; toda vez que las sanciones para 

tales actos son iguales, pues consisten en que no pueden 

engendrar alguna consecuencia jurídica, en tanto que, 

aunque produzcan provisionalmente ciertos efectos, éstos 

se retrotraerán al momento en que se declare judicialmente 

la nulidad absoluta o la inexistencia, con lo que se destruye 

el acto de que se trate.

Apoya a lo anterior, la tesis de la Séptima Época, 

sustentada por la otrora Tercera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación; publicada en el Semanario Judicial 

de la Federación, Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 

116; de rubro y texto: 

“NULIDAD ABSOLUTA E INEXISTENCIA. SUS 
DIFERENCIAS SON CONCEPTUALES Y SIMPLEMENTE 
TEORICAS, Y SUS SANCIONES SON SEMEJANTES.--- Si 
por actos inexistentes debe entenderse, aquellos que adolecen 
de un elemento esencial, ya sea el consentimiento o el objeto, y 
que no reúnen los elementos de hecho que suponen su 
naturaleza o su finalidad, y en ausencia de los cuales, 
lógicamente es imposible concebir su existencia; y por cuanto 
se refiere a los actos jurídicos viciados de nulidad absoluta, 
puede sostenerse que son aquellos en que el acto se ha 
realizado de manera imperfecta, aunque sus elementos 
esenciales se presenten completos, ya que al haber sido 
celebrados sin observar las reglas imperativas establecidas en 
la ley, carecen de perfección conforme a las normas previstas 
para garantizar la defensa del interés general o de orden 
público, y así, asegurar la protección de un interés privado; es 
indudable que, atento lo anterior de conformidad con los 
artículos 2078, 2079 y 2080 del Código Civil del Estado de 
México, el acto jurídico que adolezca de objeto o de 
consentimiento, o haya ilicitud en el objeto, en el fin o en la 
condición, no es susceptible de valer ni desaparecer por 
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confirmación, cuyos vicios pueden invocarse por todo 
interesado, a efecto de prevalecerse contra los mismos. En tal 
virtud, al ser iguales las sanciones para tales actos, por 
consistir en que no pueden engendrar alguna consecuencia 
jurídica, pues aunque produzcan provisionalmente ciertos 
efectos, éstos se retrotraerán al momento en que se declarase 
judicialmente la nulidad absoluta o la inexistencia, con lo que se 
destruye el acto de que se trate, tales circunstancias implican 
que, en la realidad, las diferencias entre nulidad absoluta e 
inexistencia, son puramente conceptuales y teóricas, de 
acuerdo con la doctrina. Por lo cual, si el matrimonio es un 
contrato civil, como así se establece en el párrafo tercero del 
artículo 130 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, es evidente que las nulidades y las inexistencias de 
los actos jurídicos pueden afectar el matrimonio, en razón de 
ser un contrato; y sin embargo, es válido afirmar que el 
matrimonio como contrato tiene particularidades y efectos, de 
las que los demás actos jurídicos y contratos no participan y, 
consecuentemente, las sanciones civiles que se aplicaren, en el 
caso de nulidad absoluta o de inexistencia, sustraen al 
matrimonio del régimen general de las nulidades y de las 
inexistencias, por lo que los hijos habidos dentro de un 
matrimonio declarado nulo, deben conservar su filiación, según 
lo estatuye el artículo 326 del Código Civil del Estado de 
México.” 

(énfasis añadido por este juzgado)

En consecuencia, a fin de que prospere la acción 

ejercida, deben quedar acreditados los siguientes 

elementos:

1.- La existencia del contrato de crédito vinculado a la 

tarjeta número ***************, en la cual aparece como 

contratante y titular la actora ****** ****** ******* 

*********.

2. Que el contrato de crédito carece del 

consentimiento de la actora.

Para acreditar su acción, la actora ofreció los medios 

de convicción siguientes:

1.- Documentales, consistentes en:
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1.1.- Copia certificada de su credencial para votar 

expedida por el Instituto Nacional Electoral (INE), del que 

dice, se desprende su domicilio particular. 

1.2.- Constancia de su Clave Única del Registro de 

Población (CURP). 

 1.3.- Constancia de situación fiscal, de la que dice se 

desprende su domicilio particular.

1.4.- Recibo del SIAPA, del que dice se desprende su 

domicilio particular.

1.5.- Recibo emitido por la Comisión Federal de 

Electricidad, del que dice, se desprende su domicilio 

particular

1.6.- Recibo expedido por Teléfonos de México, del 

que dice se desprende su domicilio particular-

1.7.- Un documento denominado, Reporte De Crédito 

Especial, expedido por Buró de Crédito. 

2.- Documental. Consistente en la copia auténtica de 

la denuncia penal que presenté ante la Fiscalía del Estado, 

con sede en la ciudad de ****** ********* específicamente 

ante la Agencia del Ministerio Público de Atención 

Temprana de la Vicefiscalía de Investigación Regional Del 

Distrito  ***** Zona  ***** *****, por el delito de robo de 

identidad perpetrado en mi perjuicio, la cual, quedó 

registrada bajo la carpeta de investigación número: 

****************************** 

3.- Documental de Informes, consistente en el 

informe que rinda a este juzgado la demandada, ******** 
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******* ******* (******), Sociedad Anónima de Capital 

Variable, para que informe lo siguiente:

a) Le haga saber a este Juzgado, de manera detallada 

y precisa, cuáles son los documentos que obran en su 

poder y que tomaron en cuenta para identificar a la 

persona que solicitó la tarjeta de crédito, a nombre de 

la actora.

b) Que acompañe al informe, copia certificada de la 

totalidad de los documentos con los cuales identificó a 

la persona que solicitó la línea de crédito a nombre de 

la actora. 

4.- Documental Pública. Consistente en todas y cada 

una de las actuaciones realizadas en este Juicio. 

—Hasta aquí la relación de las pruebas ofrecidas por 

la actora—

En el caso, se encuentra acreditado el primer 
elemento de la acción, consistente en la existencia del 

contrato de crédito vinculado a la tarjeta número 

***************, en la cual aparece como contratante y 

titular la actora ****** ****** ******* *********.

El elemento en estudio se acredita ante la falta de 

controversia.

Lo anterior, es así, en virtud de que al contestar la 

demandada el apoderado de la enjuiciada manifestó lo 

siguiente:

“La actora niega de manera injustificada y dolosa la relación 
contractual existente con mi representada, pues la actora niega 
haber solicitado la tarjeta bajo la modalidad denominada "*** 
******** ****** **** ******** *******" con número de cuenta 
************ ***** que por motivo de reemplazo de plástico 
cambió al número de tarjeta  ***************** (precisando 
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que se trata de la misma cuenta, pues incluso sólo cambian los 
últimos cuatro dígitos por el cambio del plástico) la C. ****** 
****** ******* *********  solicitó y suscribió la 
solicitud que dio lugar a la emisión de dicha cuenta el día 
primero de octubre de dos mil veinticuatro.

De lo transcrito se evidencia que la demandada, por 

conducto de su apoderado, reconoció expresamente la 

existencia del contrato de crédito vinculado a la tarjeta 

número  *************** , en la cual aparece como 

contratante y titular la actora ****** ****** ******* 

*********, y precisó además, que se trata una tarjeta bajo 

la modalidad denominada "*** ******** ****** **** 

******** ******* " con número de cuenta  ************ 

*****, contratada el primero de octubre de dos mil 

veinticuatro, que por motivo de reemplazo de plástico 

cambió al número de tarjeta ******************

De ahí que, dicho tópico quede relevado de prueba, 

en términos del artículo 1390 bis 37, párrafo segundo, del 

Código de Comercio7, y por ende, se consideren acreditado 
el primer elemento de la acción.

Sirve de apoyo, la tesis I.2o.C.2 C, integrada por el 

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 

Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Tomo III, Abril de 1996, página 

448, de la Novena Época, que es del tenor siguiente:

“PRUEBAS EN JUICIOS MERCANTILES. MATERIA DE LAS. 
SÓLO LA CONSTITUYEN LOS HECHOS 
CONTROVERTIDOS. Cuando el demandado no contesta en 
tiempo la demanda y la litis en el juicio natural se integró sin 
defensas o excepciones, el a quo no debe tomar en 
consideración excepciones opuestas que no se tuvieron como 

7 Artículo 1390 Bis 37. --- (…) --- En caso de que las partes no lleguen a un acuerdo probatorio, el juez procederá a la 
calificación sobre la admisibilidad de las pruebas, así como la forma en que deberán prepararse para su desahogo en la 
audiencia de juicio, quedando a cargo de las partes su oportuna preparación, bajo el apercibimiento que de no hacerlo se 
declararán desiertas de oficio las mismas por causas imputables al oferente. Las pruebas que ofrezcan las partes sólo deberán 
recibirse cuando estén permitidas por la ley y se refieran a los puntos cuestionados y se cumplan con los demás requisitos 
que se señalan en este Título.
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tales por extemporáneas, ni pruebas relacionadas con esas 
defensas, porque en esta circunstancia, este material 
probatorio no puede referirse a alguna alegación jurídica hecha 
en la contestación a la demanda, máxime si esas pruebas se 
ofrecieron después de que ya se había citado a las partes para 
oír sentencia, dado que en los juicios mercantiles, la materia de 
la prueba sólo la constituyen los hechos controvertidos, pues de 
acuerdo al artículo 1194 del Código de Comercio, al actor le 
corresponde la carga de la prueba de su acción y al reo la de 
sus excepciones. Por su parte, el artículo 1197 de dicho Código 
preceptúa que sólo los hechos están sujetos a prueba. 
Además, el artículo 1327 de tal ordenamiento, expresamente 
determina que la sentencia se ocupará exclusivamente de las 
acciones deducidas y de las excepciones opuestas 
respectivamente en la demanda y en la contestación. En estas 
condiciones, la interpretación armónica de tales preceptos 
permite concluir que si determinado hecho o excepción no se 
tuvo legalmente como tal en el escrito de contestación de la 
demanda, no hubo materia de prueba para el demandado 
respecto a cuestiones que no adujo oportunamente, y aunque 
quedara demostrado ese hecho o excepción extemporánea, al 
no haber sido mencionado en los escritos que fijaron la litis, no 
es admisible tomarlos en consideración en la sentencia, porque 
si así fuera, la sentencia sería incongruente y violatoria de la 
última de las disposiciones citadas.”

El elemento en estudio se robustece con la copia 

simple del reporte de crédito especial expedido por el Buró 

de Crédito a nombre de la parte actora, el veinticinco de 

abril de dos mil veinticinco, en el cual se aprecia, en el 

apartado de “CRÉDITOS NO BANCARIOS”, el relativo a la 

tarjeta de crédito  ***** número  ***************** con 

un saldo actualizado a marzo de dos mil veinticinco, de 

$********** (********** ******* * **  *** ********** ****  

pesos, cero centavos, moneda nacional), en el que se indica 

que dicha cuenta con atraso de treinta a cincuenta y nueve 

días, asimismo, se indica que el crédito se aperturó en 

octubre de dos mil veinticuatro.

Asimismo se robustece con los estados de cuenta 
allegados por la demandada, a los cuales se les otorga valor 

probatorio en términos del artículo 1296 del Código de 

Comercio, de los que se advierte que, efectivamente en los 

estados de cuenta por los periodos comprendidos del 
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veintiséis de septiembre al veinticinco de octubre, y de 

veintiséis de octubre al veinticinco de noviembre, ambos de 

dos mil veinticuatro, se indica como número de cuenta 

*****************, y que este último terminó con un saldo 
deudor de $********** (****** ******* * ****** *** 

*********** ********* pesos, veintisiete centavos, moneda 

nacional), importe que coincide con el saldo inicial del 

estado de cuenta por el periodo comprendido del veintiséis 

de noviembre al veinticinco de diciembre de dos mil 

veinticuatro, en el que ya se indica como número de cuenta 

*****************, con lo que se acredita plenamente el 

cambio de numeración.

En consecuencia, como se anticipó, quedó acreditado 

el primer elemento de la acción.

Sin embargo, como se verá, no quedó acreditado el 
segundo elemento de la acción, esto es, el contrato de 

crédito carece del consentimiento de la actora.

En el caso, la actora  ****** ****** ******* 

*********, sustenta su demanda de nulidad absoluta en el 

argumento central de que su identidad fue suplantada y 

nunca solicitó la tarjeta de crédito de ******** *******. 

Los hechos específicos en los que basa su acción 

son:

1. El 20 de enero de 2025, la actora y su pareja 

acudieron a una sucursal de  ********* en Puerto Vallarta 

para solicitar un crédito para la compra de un terreno. El 27 

de enero de 2025, la ejecutiva del banco le informó vía 

WhatsApp que el trámite fue rechazado debido a que 

presentaba un saldo vencido de $******** en su historial.

C
L

A
U

D
IA

 D
E

 A
N

D
A

 G
A

R
C

IA
706a6620636a6633000000000000000000016632
06/05/29 10:57:54

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio Oral Mercantil 398/2025-III
Sentencia definitiva

18

2. Al revisar su reporte de crédito especial por 

sugerencia de la ejecutiva bancaria, la actora descubrió que 

existía una línea de crédito a su nombre con American 

Express por la cantidad de $**********, la cual reflejaba un 

saldo vencido de $**********.

3. Entre el 28 de enero y el 5 de febrero de 2025, la 

actora realizó múltiples llamadas a la línea de atención 

telefónica de  ******** ******* para reportar la tarjeta no 

reconocida y solicitar los estados de cuenta. Fue transferida 

a distintas áreas y habló con varios ejecutivos sin obtener 

una solución.

4. En su última llamada, el personal de prevención de 

fraudes le indicó que enviara una fotografía ("selfie") 

sosteniendo su credencial del INE de frente y reverso a un 

correo electrónico institucional. La actora manifiesta haber 

enviado las imágenes solicitadas sin recibir ninguna 

contestación o resolución, motivo por el cual promovió el 

juicio oral mercantil.

Por su parte, el demandado al dar contestación a la 

demanda principal afirmó que la actora sí solicitó la tarjeta 
de crédito y otorgó su pleno consentimiento, articulando 

los siguientes argumentos torales:

a) Que el 1 de octubre de 2024, la actora tramitó la 

tarjeta "*** ******** ****** **** ******** *******" a 

través de la plataforma de Firma Autógrafa Digital (FAD). 

Destacó que este mecanismo cumple con la Norma Oficial 

Mexicana 151 (Firma Electrónica) y utiliza validación 

biométrica y videograbación para asegurar la identidad del 

solicitante y evitar fraudes,

b) Que el consentimiento fue expreso al haberse 

C
L

A
U

D
IA

 D
E

 A
N

D
A

 G
A

R
C

IA
706a6620636a6633000000000000000000016632
06/05/29 10:57:54

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio Oral Mercantil 398/2025-III
Sentencia definitiva

19

manifestado por medios electrónicos (artículo 1803 del 

Código Civil Federal), pues la actora proporcionó sus datos 

personales, su RFC (*************) y su credencial del 

INE. Asimismo, argumentó un consentimiento tácito 

derivado de la ejecución del contrato, ya que la actora 

mantuvo la relación contractual por más de un año, 

realizando diversos cargos y pagos.

c) Refutó la versión de la actora respecto a que el área 

de fraudes le pidió una "selfie" con su INE por correo 

electrónico. Aclaró que dicha fotografía y la validación de la 

credencial fueron requisitos de seguridad solicitados 

originalmente por la plataforma FAD al momento de la 

contratación, no de forma posterior.

—Hasta aquí lo alegado por la demandada—

En ese tenor, si la actora niega haber contratado la 

tarjeta de crédito cuya nulidad demanda, y por su parte, la 

demandada asevera que fue la actora a través de la 

plataforma de Firma Autógrafa Digital (FAD), quien contrato 

la tarjeta, es incuestionable que, de conformidad con lo 
establecido en los artículos 1194 y 1195 del Código de 
Comercio, le corresponde a la demandada la carga de 
probar sus afirmaciones.

Máxime que existe jurisprudencia de la Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la que se 

establece que cuando se demanda la nulidad de 

operaciones bancaria cuya autenticación se originó 

mediante la digitación de un número de identificación 

personal o que se autorizaron mediante medios 

electrónicos, porque el usuario niega haberlos realizado, es 
la institución bancaria quien está obligada a ofrecer las 
pruebas pertinentes que acrediten que fue el propio 
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usuario quien realizó dicha transacción. 

Señaló que, lo anterior encuentra justificación, porque 

con independencia de que la institución bancaria 

demandada exprese que la operación reclamada se efectuó 

a través de medios electrónicos, lo que presuntivamente 

acredita la existencia y validez de las transacciones; sin 

embargo, es ésta la que tiene la obligación de aportar las 

pruebas pertinentes con las que se demuestre que fue el 

propio usuario quien realizó tales operaciones. Ello, en 

virtud de que las instituciones bancarias prestadoras del 

servicio son las que se encuentran en una posición 

dominante en la relación de consumo, por lo que están 

obligadas a garantizar la seguridad en todas las 

operaciones que se lleven a cabo con motivo de los 

contratos celebrados con sus clientes, pues son ellas las 

que cuentan con dispositivos y mecanismos que facilitan la 

aportación de pruebas, al ser las encargadas de la 

implementación de las medidas de seguridad. 

Estableció que no es obstáculo, la regla establecida 

en el artículo 1196 del Código de Comercio de que 

corresponde probar al que niega, cuando al hacerlo 

desconoce la presunción legal que tiene a su favor el 

colitigante; pues si bien ello podría en principio trasladar la 

carga de la prueba al usuario, pues de conformidad con el 

artículo 90 Bis del mismo ordenamiento legal, la institución 

financiera cuenta con la presunción legal de tener como 

emisario al usuario y actuar en consecuencia cuando se 

haya aplicado el método de identificación acordado.

Cabe acotar que, las anteriores consideraciones 
se estiman aplicables a la demandada, pues si bien no 
es una institución de crédito, al igual que estas emite 
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tarjetas de crédito. 

Lo anterior de conformidad con lo establecido en la 

jurisprudencia 1a./J. 16/2019, (10a.) por la Primera Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable con 

el Registro Digital 2019919, que determina lo siguiente:

“NULIDAD DE PAGARÉ (VOUCHER). CARGA DE LA 
PRUEBA DE LAS OPERACIONES EFECTUADAS 
MEDIANTE EL USO DE TARJETA BANCARIA 
AUTORIZADAS A TRAVÉS DE LA DIGITACIÓN DEL 
NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN PERSONAL (NIP) EN 
DISPOSITIVOS DENOMINADOS "TERMINAL PUNTO DE 
VENTA". Cuando se demanda la nulidad de los vouchers 
emitidos con motivo del uso de una tarjeta bancaria cuya 
autenticación se originó mediante la digitación de un número de 
identificación personal, porque el usuario niega haberlos 
realizado, es la institución bancaria quien está obligada a 
ofrecer las pruebas pertinentes que acrediten que fue el propio 
usuario quien realizó dicha transacción. Lo anterior encuentra 
justificación, porque con independencia de que la institución 
bancaria demandada exprese que la operación reclamada se 
efectuó a través de medios electrónicos utilizando la firma 
electrónica del cuentahabiente mediante el tecleo de su número 
de identificación personal (NIP), lo que presuntivamente 
acredita la existencia y validez de las transacciones; sin 
embargo, es ésta la que tiene la obligación de aportar las 
pruebas pertinentes con las que se demuestre que fue el propio 
usuario quien realizó tales operaciones, esto es, que se trató 
del emisor de la autorización mediante la firma electrónica. Ello, 
en virtud de que las instituciones bancarias prestadoras del 
servicio son las que se encuentran en una posición dominante 
en la relación de consumo, por lo que están obligadas a 
garantizar la seguridad en todas las operaciones que se lleven 
a cabo con motivo de los contratos celebrados con sus clientes, 
pues son ellas las que cuentan con dispositivos y mecanismos 
que facilitan la aportación de pruebas, al ser las encargadas de 
la implementación de las medidas de seguridad a efecto de 
poder verificar no sólo los montos de las disposiciones o los 
cargos, sino la efectiva utilización de la tarjeta que cuenta con 
mecanismo chip y del número de identificación personal de los 
usuarios. Por tanto, si la institución financiera quiere gozar de la 
presunción legal de tener como emisor al que envió el mensaje 
de datos, deberá probar los procedimientos de identificación 
que fueron utilizados durante la transacción y que fueron 
acordados con el usuario, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 310 de las Disposiciones de carácter general 
aplicables a las Instituciones de Crédito; y que esos 
procedimientos cumplen con los requisitos previstos para la 
verificación de la fiabilidad de las firmas electrónicas, esto es, 
que los datos de creación del mensaje en el contexto en que se 
utilizaron, corresponden exclusivamente al emisor, sin que el 
sistema en sí mismo haya sido alterado por algún agente 
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externo. Sin que sea obstáculo a lo anterior, la regla 
establecida en el artículo 1196 del Código de Comercio de que 
corresponde probar al que niega, cuando al hacerlo desconoce 
la presunción legal que tiene a su favor el colitigante; pues si 
bien ello podría en principio trasladar la carga de la prueba al 
usuario, pues de conformidad con el artículo 90 Bis del mismo 
ordenamiento legal, la institución financiera cuenta con la 
presunción legal de tener como emisario al usuario y actuar en 
consecuencia cuando se haya aplicado el método de 
identificación acordado, como puede ser el uso de la tarjeta 
bancaria al cual se encuentra integrado un chip con el número 
de identificación asociado, que una vez tecleado fue verificado 
por la institución bancaria dando como resultado que en el 
voucher se insertara la leyenda: "NIP VERIFICADA o PIN 
VERIFIED"; sin embargo para que el Juez esté en aptitud de 
aplicar esa presunción se necesita la exhibición de mayores 
elementos para demostrar la fiabilidad del método utilizado para 
la generación de la firma. Así, una vez que la institución 
bancaria haya acreditado que no se vulneró el sistema durante 
la transacción y que tomó las medidas de seguridad 
necesarias; entonces la carga de la prueba se le revertirá al 
usuario quien tendrá el deber de desvirtuar lo aportado por 
aquélla.” 

— Lo resaltado es propio —

Criterio jurisprudencial que, de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 217 de la Ley de Amparo, es de 

observancia obligatoria para este juzgador. 

Es importante acotar que la jurisprudencia se cita 
únicamente con el propósito de fijar las cargas 
procesales, dado que en el caso, la actora no reclama la 

nulidad de los cargos, vouchers u operaciones, sino que 

reclama la nulidad del contrato que dio origen a la tarjeta de 

crédito, pues argumenta que ella no la solicitó, ni otorgó su 

consentimiento.

En ese orden de ideas, se procede analizar si con las 

pruebas ofrecidas por la demandada, se acreditan sus 

afirmaciones.

La demandada, respecto de la acción principal, ofreció 

las siguientes pruebas:
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I. Confesional. A cargo de la actora de manera 

personalísima.

II. Documentales. Consistentes en:

1. Instrumental de actuaciones.

2. Copia certificada de la escritura pública  ****** de 

treinta y uno de julio de dos mil dieciocho, pasada ante la fe 

del notario público número  ** del Distrito Federal, hoy 

Ciudad de México. 

III. Documentales. Consistentes en:

1. Aplicación FAD (firma autógrafa digital).

2. Contrato de adhesión inscrito ante la Procuraduría 

Federal del Consumidor (PROFECO), con número de 

registro *********.

3. Contrato de adhesión vigente con datos de 

inscripción *********.

4. Estados de cuenta del periodo del veinticinco de 

octubre de dos mil veinticuatro al veinticinco de febrero de 

dos mil veinticinco, de la cuenta bajo la modalidad 

denominada "*** ******** ****** **** ******** ******* " 

con número de cuenta ***************** que por motivo 

de reemplazo de plástico cambió al número de tarjeta *****

************.

5. Relación de pagos que realizó la actora.

6. Informe a cargo de la institución bancaria 

denominada  **** ****** , S.A. Institución de Banca 

Múltiple, Grupo Financiero  **** ******, respecto de los 

pagos que realizó la actora.
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Nota; Esta documental se declaró desierta.

7. Informes a cargo de ********* *********** ****** 

******, S. De R.L. De C.V. y/o ****** ******, S. De R.L. 

De C.V.;  ******* ***** , S. De R.L. de C.V. y/o 

************ ** ****** , S. De R.L. De C.V., conocidas 

comercialmente como ****** y ******* *****, con la 

finalidad de que informen:

“Si la C.  ****** ****** ******* *********  con 
Clave Única de Registro de Población (CURP) 
****************** y Registro Federal de Contribuyentes 
(RFC)  *************, está o ha estado registrada como 
clienta en sus plataformas electrónicas y si para sus compras 
ha registrado o usado como medio de pago la tarjeta emitida 
por mi representada "*** ******** ****** **** ******** 
*******" con número de cuenta  ***************** que por 
motivo de reemplazo de plástico cambió al (precisando que se 
número de tarjeta  ***************** trata de la misma 
cuenta, pues incluso sólo cambian los últimos cuatro dígitos por 
el cambio del plástico).”

8. Llamadas que la actora sostuvo con personal del 

área de atención a clientes de la demandada y 

videograbación de la actora al momento en que suscribió 

la solicitud.

IV. Pericial en materia de sistemas 
computacionales y/o informática.

V. Reconocimiento del contenido y firma del 
escrito inicial de demanda. A cargo de la actora.

VI. Presuncional legal y humana.

—Hasta aquí la relación de los medios de 

convicción—

Ahora bien, como se verá, con la valoración 
adminiculada de la videograbación de la actora al 

momento en que suscribió la solicitud, con la prueba 
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pericial en materia de informática y la confesional a 

cargo de la actora, se acredita plenamente que la actora sí 
otorgó su consentimiento para la contratación de la tarjeta 

"*** ******** ****** **** ******** ******* ", con número 

de cuenta ***************** que por motivo de reemplazo 

de plástico cambió al número de tarjeta  ************

*****, a través de la plataforma de Firma Autógrafa Digital 

(FAD). 

En efecto, la demandada ofreció como prueba, una 

videograbación que contiene el momento en que se realizó 

la contratación de la tarjeta materia de la litis.

Luego, con la confesional de posiciones a cargo de la 

actora  ****** ****** ******* *********, la cual tiene 

valor probatorio pleno de conformidad con lo dispuesto por 

el artículo 1287 del Código de Comercio, pues fue realizada 

por una persona capaz de obligarse, con pleno 

conocimiento y sin coacción alguna, respecto de hechos 

concernientes al negocio; se acredita que ella es la persona 

que aparece en la videograbación precitada, pues así lo 

confesó la accionante.

En efecto, la actora aceptó ser la persona que aparece 

en el video.

 También aceptó que la credencial que mostró en el 

video era la de ella.

Cabe acotar, que la accionante, manifestó no saber 

“de qué forma llegó ese video a sus manos”; sin embargo, 

dicha aseveración resulta jurídicamente insuficiente para 

restar eficacia o demeritar el valor de su confesión en el 

sentido de que es ella la que aparece en el video, pues, se 

trata de una afirmación del todo genérica y carente de 
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sustento, aunado a que, se destruye al ser confrontada y 

adminiculada con la pericial en informática,

A efecto de evidenciar lo anterior, se procede a valorar 

la prueba pericial en sistemas computacionales y/o 
informática ofrecida por la parte demandada. 

La enjuiciada designó como perito de su parte al 

Ingeniero  ***** ******* ***** ****** , por su parte, la 

actora no designó perito.

Primeramente conviene establecer, que el artículo 

1301 del Código de Comercio, prevé un sistema de libre 

valoración para la prueba pericial, es decir, la opinión 

emitida en un dictamen no vincula necesariamente al Juez 

ni lo obliga a darle un valor probatorio del que carece, 

porque finalmente es a él a quien de acuerdo con su libre 

arbitrio, corresponde ponderar en su justo alcance, la 

eficacia de los medios probatorios, es decir, es el Juez 

quien decide si acoge o no las conclusiones contenidas en 

los peritajes o si en todo caso, las asume parcialmente o las 

adminicula con otros elementos de prueba, con base en un 

análisis de sus fundamentos y conclusiones y al tenor de los 

principios elementales de orden lógico como son: 

congruencia, consistencia, no contradicción y verosimilitud, 

los que debe observar al exponer los razonamientos que 

soporten su decisión y que la justifiquen con una finalidad 

persuasiva o de mayor credibilidad, a fin de rechazar la 

duda y el margen de subjetividad del resolutor. 

En esas condiciones, el desahogo de una pericial no 

implica su forzosa utilidad para resolver la controversia, 

pues conforme al arbitrio del Juez puede ser que ninguno de 

los dictámenes sea suficientemente sustentable para crear 

convicción en él y entonces, será éste, quien de acuerdo 
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con sus facultades deberá decidir la situación jurídica que 

se le plantea, aun cuando su determinación no encuentre 

apoyo en los peritajes que obren en autos. 

Sobre todo porque de conformidad con lo establecido 

en el artículo 1301 del Código de Comercio que adopta el 

sistema de la prueba libre para decidir el valor de cada 

peritaje, se exige la aplicación de criterios racionales, 

basados en las reglas de la lógica y las máximas de la 

experiencia, de los que debe dejarse constancia mediante la 

motivación de la sentencia, con la explicitación de las 

razones que llevaron a conferir determinado valor a los 

juicios periciales, lo que se justifica por la naturaleza de la 

prueba pericial, ya que representa la opinión o la conclusión 

a la que llega el perito mediante la aplicación de 

conocimientos especializados en cierta materia sobre 

hechos relevantes para el litigio y, por tanto, exige un 

examen singularizado de cada dictamen para establecer si 

dicha opinión o conclusión puede ser útil al juzgador para 

resolver. 

Sirve de apoyo, en lo conducente, la tesis localizable 

con el Registro Digital: 2014695, emitida por Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 1a. 

LXXV/2017 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación. Libro 44, Julio de 2017, Tomo I, 

página 63, que dice:

“PRUEBA PERICIAL, VALORACIÓN DE LA. SISTEMAS. En 
la valoración de las pruebas existen los sistemas tasados o 
legales y pruebas libres, o de libre convicción. Las pruebas 
legales son aquellas a las que la ley señala por anticipado la 
eficacia probatoria que el juzgador debe atribuirles. Así, el 
Código de Comercio en sus artículos 1287, 1291 a 1294, 1296, 
1298 a 1300, 1304 y 1305, dispone que la confesión judicial y 
extrajudicial, los instrumentos públicos, el reconocimiento o 
inspección judicial y el testimonio singular, hacen prueba plena 
satisfechos diversos requisitos; que las actuaciones judiciales, 
los avalúos y las presunciones legales hacen prueba plena, y 
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que el documento que un litigante presenta, prueba plenamente 
en su contra. Por otra parte, las pruebas de libre convicción son 
las que se fundan en la sana crítica, y que constituyen las 
reglas del correcto entendimiento humano. En éstas interfieren 
las reglas de la lógica con las reglas de la experiencia del Juez, 
que contribuyen a que pueda analizar la prueba con arreglo a la 
sana razón y a un conocimiento experimental de las cosas. 
Esos principios se encuentran previstos en el artículo 402 del 
Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, al 
establecer que los medios de prueba aportados y admitidos 
serán valorados en su conjunto por el juzgador, atendiendo a 
las reglas de la lógica y de la experiencia, exponiendo 
cuidadosamente los fundamentos de la valoración jurídica y de 
su decisión. De modo que salvo en aquellos casos en que la ley 
otorga el valor probatorio a una prueba, el juez debe decidir con 
arreglo a la sana crítica, esto es, sin razonar a voluntad, 
discrecionalmente o arbitrariamente. Las reglas de la sana 
crítica consisten en su sentido formal en una operación lógica. 
Las máximas de experiencia contribuyen tanto como los 
principios lógicos a la valoración de la prueba. En efecto, el juez 
es quien toma conocimiento del mundo que le rodea y le 
conoce a través de sus procesos sensibles e intelectuales. La 
sana crítica es, además de la aplicación de la lógica, la correcta 
apreciación de ciertas proposiciones de experiencia de que 
todo hombre se sirve en la vida. Luego, es necesario considerar 
en la valoración de la prueba el carácter forzosamente variable 
de la experiencia humana, tanto como la necesidad de 
mantener con el rigor posible los principios de la lógica en que 
el derecho se apoya. Por otra parte, el peritaje es una actividad 
humana de carácter procesal, desarrollada en virtud de encargo 
judicial por personas distintas de las partes del proceso, 
especialmente calificadas por su experiencia o conocimientos 
técnicos, artísticos o científicos y mediante la cual se 
suministran al Juez argumentos y razones para la formación de 
su convencimiento respecto de ciertos hechos también 
especiales, cuya percepción o cuyo entendimiento escapa a las 
aptitudes del común de las gentes y requieren esa capacidad 
particular para su adecuada percepción y la correcta 
verificación de sus relaciones con otros hechos, de sus causas 
y de sus efectos o, simplemente, para su apreciación e 
interpretación. Luego, la peritación cumple con una doble 
función, que es por una parte verificar hechos que requieren 
conocimientos técnicos, artísticos o científicos que escapan a la 
cultura común del juez y de las gentes, sus causas y sus 
efectos y, por otra, suministrar reglas técnicas o científicas de la 
experiencia especializada de los peritos, para formar la 
convicción del Juez sobre tales hechos y para ilustrarlo con el 
fin de que los entienda mejor y pueda apreciarlos 
correctamente. Por otra parte, en materia civil o mercantil, el 
valor probatorio del peritaje radica en una presunción concreta, 
para el caso particular, de que el perito es sincero, veraz y 
posiblemente acertado, cuando es una persona honesta, 
imparcial, capaz, experta en la materia de que forma parte el 
hecho sobre el cual dictamina, que además ha estudiado 
cuidadosamente el problema sometido a su consideración, ha 
realizado sus percepciones de los hechos o del material 
probatorio del proceso con eficacia y ha emitido su concepto 
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sobre tales percepciones y las deducciones que de ellas se 
concluyen, gracias a las reglas técnicas, científicas o artísticas 
de la experiencia que conoce y aplica para esos fines, en forma 
explicada, motivada, fundada y conveniente. Esto es, el valor 
probatorio de un peritaje depende de si está debidamente 
fundado. La claridad en las conclusiones es indispensable para 
que aparezcan exactas y el Juez pueda adoptarlas; su firmeza 
o la ausencia de vacilaciones es necesaria para que sean 
convincentes; la lógica relación entre ellas y los fundamentos 
que las respaldan debe existir siempre, para que merezcan 
absoluta credibilidad. Si unos buenos fundamentos van 
acompañados de unas malas conclusiones o si no existe 
armonía entre aquéllos y éstas o si el perito no parece seguro 
de sus conceptos, el dictamen no puede tener eficacia 
probatoria. Al juez le corresponde apreciar estos aspectos 
intrínsecos de la prueba. No obstante ser una crítica menos 
difícil que la de sus fundamentos, puede ocurrir también 
que el Juez no se encuentre en condiciones de apreciar 
sus defectos, en cuyo caso tendrá que aceptarla, pero si 
considera que las conclusiones de los peritos contrarían 
normas generales de la experiencia o hechos notorios o 
una presunción de derecho o una cosa juzgada o reglas 
elementales de lógica, o que son contradictorias o 
evidentemente exageradas o inverosímiles, o que no 
encuentran respaldo suficiente en los fundamentos del 
dictamen o que están desvirtuadas por otras pruebas de 
mayor credibilidad, puede rechazarlo, aunque emane de 
dos peritos en perfecto acuerdo. Por otra parte, no basta que 
las conclusiones de los peritos sean claras y firmes, como 
consecuencia lógica de sus fundamentos o motivaciones, 
porque el perito puede exponer con claridad, firmeza y lógica 
tesis equivocadas. Si a pesar de esta apariencia el juez 
considera que los hechos afirmados en las conclusiones son 
improbables, de acuerdo con las reglas generales de la 
experiencia y con la crítica lógica del dictamen, éste no será 
conveniente, ni podrá otorgarle la certeza indispensable para 
que lo adopte como fundamento exclusivo de su decisión, pero 
si existen en el proceso otros medios de prueba que lo 
corroboren, en conjunto podrán darle esa certeza. Cuando el 
juez considere que esos hechos son absurdos o imposibles, 
debe negarse a aceptar las conclusiones del dictamen.”.

Asimismo, se considera aplicable la tesis VI.1o.C.57 

C, sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 

Civil del Sexto Circuito, consultable en la página 1122 del 

Tomo XVII, Febrero de 2003 del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, que es del literal 

siguiente:

“PRUEBA PERICIAL. VALOR PROBATORIO DE LOS 
DICTÁMENES. Atendiendo a la naturaleza de la prueba 
pericial, a la finalidad de los dictámenes de los peritos y a que 
al juzgador le corresponde su valoración, independientemente 
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de que las partes objeten tales dictámenes, éste se encuentra 
facultado para apreciar tanto la calidad técnica de los peritos, 
como la de sus dictámenes pues, de lo contrario, sería tanto 
como concederles valor probatorio por el solo hecho de no ser 
objetados, lo que atentaría contra la naturaleza misma de la 
prueba pericial, cuyos expertos sólo son coadyuvantes del 
Juez, cuando los dictámenes lo ilustren sobre cuestiones que 
escapan a su conocimiento y, por ello, se requiere que el perito, 
en cuyo dictamen se apoyará una resolución judicial, 
demuestre ante el juzgador que tiene plenos conocimientos.”.

En el caso concreto, el dictamen emitido por el 

Ingeniero  ***** ******* ***** ****** , perito designado 

por la parte demandada, a juicio de este juzgador, merece 

eficacia probatoria plena, por los motivos que se expondrán 

a continuación: 

En principio se precisa que el especialista basó su 

dictamen en una investigación de campo directa, 

constituyéndose físicamente en las instalaciones de la 

demandada para acceder a ambientes controlados de los 

sistemas internos (GSP, WFIS, GDM, CAS, CSP y LUMI), 

así como en el análisis de los registros y constancias que 

obran en el expediente electrónico del Portal de Servicios en 

Línea del Poder Judicial de la Federación. Lo anterior trae 

como consecuencia que exista certeza de la fiabilidad y el 

origen directo de la información, bases de datos y registros 

criptográficos que analizó el perito.

Ahora bien, el especialista, al responder la pregunta 1 

y 5, explicó detalladamente en qué consiste el proceso de 

solicitud mediante la plataforma FAD (Firma Autógrafa 
Digital); señaló que es una tecnología o aplicación (en este 

caso utilizada por American Express) que sirve para firmar 

electrónicamente documentos, validar la identidad del 

cliente, formalizar contratos y autenticar solicitudes digitales.

Explicó que, a diferencia de una firma electrónica 

avanzada (que usa certificados digitales criptográficos), la 
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FAD captura la firma manuscrita digitalizada del usuario 

(trazada con el dedo, un stylus o el mouse sobre una 

pantalla). Para garantizar que la persona es quien dice ser, 

la plataforma combina la firma con validaciones adicionales, 

como el envío de códigos (OTP) por SMS o correo, y la 

captura de datos biométricos (como una fotografía o video 

del usuario sosteniendo su identificación oficial).

Precisó que, al momento de firmar, el sistema recaba 

y conserva registros técnicos que respaldan la operación. 

Esto incluye:

o Dirección IP y geolocalización.

o Sello de tiempo (fecha y hora exacta).

o Información del dispositivo y navegador.

o Hash criptográfico del documento firmado.

Señaló que este sistema no se limita a recabar un 

trazo, sino que conforma una tecnología de autenticación 

robusta que exige al solicitante una serie de factores 

biométricos y documentales (identificación oficial, prueba de 

vida mediante "selfie" y firma autógrafa digitalizada), 

generando con ello un expediente de evidencia electrónica 

trazable.

De igual forma, al responder las preguntas 2, 3, 4, 8, 9 

y 10, el perito demostró la fiabilidad del método de 

identificación. Explicó que el proceso vinculó de manera 

personal a la usuaria a través de un reconocimiento 

multifactorial, ilustrando su dicho con impresiones de 

pantalla extraídas del "Visor de archivos FAD". En estas 

imágenes constató la existencia de una fotografía de la 

actora sosteniendo su identificación oficial (INE), el video 

grabado en el momento exacto de plasmar su firma táctil, y 

la huella digital electrónica de dicho acto, vinculadas al 
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número celular +** ** **** ****  y al correo electrónico 

proporcionado.

Asimismo, al responder las preguntas 6 y 7, precisó la 

trazabilidad geográfica y temporal de la operación, 

señalando que la solicitud se efectuó el 01 de octubre 
de 2024 a las 15:03 horas. Mediante la extracción técnica 

de las coordenadas (Longitud 20.6339486 y Latitud -

103.4093873) y su mapeo topográfico, el experto demostró 

objetivamente que el origen de la transacción electrónica se 

ubicó en Zapopan, Jalisco, aportando certeza sobre las 

circunstancias de modo, tiempo y lugar.

Al dar respuesta a las preguntas 11 y 13, indicó, en lo 

medular, que la evidencia digital se encuentra preservada 

de manera íntegra e inalterable. El perito ilustró la existencia 

de un algoritmo criptográfico (Hash SHA: 

6f3f5adfce3a3e68ea4f2b9f68a22893e014957fd518e0074be

30f01b5167026) y una "Constancia de Conservación", 

elementos técnicos que acreditan que el mensaje de datos 

(el contrato) no ha sufrido modificación alguna desde su 

generación, garantizando su disponibilidad para ulterior 

consulta conforme a la normatividad aplicable.

Luego, al responder a la pregunta 12, estudió la 

seguridad perimetral de la institución demandada. Para 

sustentar científicamente la inexistencia de vulneraciones, 

consultó los reportes oficiales sobre incidentes cibernéticos 

emitidos por el Banco de México correspondientes a 2024, 

concluyendo que American Express no registró 

vulneraciones informáticas, ransomware ni exposición de 

datos que comprometieran a sus clientes en la temporalidad 

de la contratación reclamada, descartando la hipótesis de 

un fraude cibernético imputable al banco.
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Ergo, al rendir sus conclusiones (pregunta 15), el 

perito determinó de manera categórica que la solicitud de la 

tarjeta de crédito fue efectivamente realizada por la actora, 

toda vez que la plataforma FAD operó de forma segura, 

recabando evidencia digital inalterable (biometría, video, 

geolocalización e identificadores de dispositivo) que 

establece un nexo causal técnico y directo entre el 

dispositivo, la ubicación, el rostro de la actora y la 

manifestación de su voluntad electrónica.

De lo anterior, se evidencia que el dictamen del perito 

designado por la demandada es claro, que sus opiniones se 

sustentan en una metodología descriptiva e inductiva 

mediante la verificación directa en los sistemas fuente de la 

institución, en el análisis de las evidencias biométricas, 

criptográficas (Hash) y de trazabilidad, y no riñen con las 

reglas de la lógica ni con las máximas de la experiencia; en 

consecuencia, se determina que la pericial en informática 

rinde convicción y tiene valor probatorio pleno.

En ese tenor, como se anticipó, la pericial es apta para 

desvirtuar la manifestación que la actora realizó al momento 

de desahogar la confesional, en el sentido de que no sabe 

“de qué forma llegó ese video a sus manos”; dado que el 

especialista demostró científicamente que la videograbación 

no es un archivo aislado o sobrepuesto que pudiese haber 

"llegado" de forma arbitraria a los sistemas de la 

demandada; por el contrario, el video de la firma forma parte 

de un paquete indivisible de evidencia digital (Firma 
Autógrafa Digital - FAD); el perito acreditó que el video se 

generó, capturó y empaquetó en la plataforma de manera 

simultánea a la toma de la biometría, la captura de la selfie 

con la INE y el trazo de la firma electrónica, siendo sellado 

todo este conjunto a las 15:03 horas del 01 de octubre de 
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2024 bajo el algoritmo criptográfico Hash SHA256 (cuya 

cadena es 

6f3f5adfce3a3e68ea4f2b9f68a22893e014957fd518e0074be

30f01b5167026).

En consecuencia, la excusa de ignorancia de la actora 

resulta jurídicamente inverosímil; la confesión mediante la 

cual reconoce ser la persona en el video, concatenada de 

manera lógica y natural con la prueba pericial en 

informática, crea plena convicción en esta juzgadora de que 

la actora estuvo físicamente frente al dispositivo 

interactuando con la plataforma FAD de la demandada, 

plasmando su voluntad a través del citado medio electrónico 

inalterado.

Por tanto, al no haber probado la circunstancia 

excluyente que argumentó, su manifestación defensiva se 

desestima, otorgando eficacia probatoria plena a su 
confesión, la cual demuestra contundentemente su 

participación directa en el proceso de contratación 

electrónica impugnado.

Por lo anterior, es evidente que no quedó acreditado 
el segundo elemento de la acción, esto es, que el contrato 

de crédito carece del consentimiento de la actora.

En consecuencia, se califican de esencialmente 
fundadas las siguientes excepciones opuestas por la 

demandada:

“PRIMERA.- FALTA DE ACCIÓN Y DERECHO DE 
LA ACTORA PARA RECLAMAR A MI PODERDANTE 
LAS PRESTACIONES SEÑALADAS EN EL ESCRITO 
INICIAL DE DEMANDA, ATENDIENDO A QUE LA C. 
MARTHA ESTHER ESTRADA ALEXANDER SOLICITÓ LA 

C
L

A
U

D
IA

 D
E

 A
N

D
A

 G
A

R
C

IA
706a6620636a6633000000000000000000016632
06/05/29 10:57:54

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio Oral Mercantil 398/2025-III
Sentencia definitiva

35

CUENTA QUE HOY INJUSTIFICADAMENTE PRETENDE 
DESCONOCER.”. Sustentada en que la actora se obligó 

con su poderdante en los términos y condiciones señalados 

en el contrato de adhesión, al suscribirse a la solicitud, de la 

que resulta evidente que la actora ****** ****** ******* 

********* fue la que solicitó y utilizó la cuenta bajo la 

modalidad denominada "The Platinum Credit Card American 

Express" con número de cuenta  ***************** que 

por motivo de reemplazo de plástico cambió al número de 

tarjeta  ***************** ; lo anterior mediante el 

procedimiento «FAD" (FIRMA AUTÓGRAFA DIGITAL) 

expresando su consentimiento a través de dicho mecanismo 

con plena validez jurídica para la contratación de un servicio 

financiero, conforme a lo establecido en el artículo 10 Bis 1 

y 18 Bis de la Ley para la Transparencia y Ordenamiento de 

los Servicios Financieros; que por tanto, conforme al 

principio de autonomía de la voluntad y la libre contratación, 

la hoy actora se constriñó a una obligación contractual con 

su poderdante en los términos y condiciones del contrato de 

adhesión que se encuentra registrado ante el Portal 

Gubernamental de la Procuraduría Federal del Consumidor 

(PROFECO), el cual, en términos del artículo 88 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a 

la legislación mercantil, es un hecho notorio, en términos de 

la tesis que citó, de rubro: “HECHO NOTORIO, LO 

CONSTITUYEN LOS DATOS QUE APARECEN EN LAS 

PAGINAS ELECTRÓNICAS OFICIALES QUE LOS 

ÓRGANOS DE GOBIERNO UTILIZAN PARA PONER A 

DISPOSICIÓN DEL PÚBLICO, ENTRE OTROS 

SERVICIOS, LA DESCRIPCIÓN DE SUS PLAZAS, EL 

DIRECTORIO DE SUS EMPLEADOS O EL ESTADO QUE 

GUARDAN SUS EXPEDIENTES Y, POR ELLO, ES 

VÁLIDO QUE SE INVOQUEN DE OFICIO PARA 
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RESOLVER UN ASUNTO EN PARTICULAR.”; que por 

tanto, ante el injustificado desconocimiento por parte de la 

actora, de la relación contractual con su poderdante y de la 

consecuencias legales de su incumplimiento a los términos 

y condiciones establecidos en el contrato de referencia, al 

que se ha hecho referencia, la acción intentada por la 

actora, debe declararse infundada e improcedente.

“SEGUNDA.- FALTA DE ACCIÓN Y DE DERECHO 
DE LA ACTORA PARA RECLAMAR A MI PODERDANTE 
LAS PRESTACIONES SEÑALADAS EN EL ESCRITO 
INICIAL DE DEMANDA, DERIVADO DE QUE ELLA 
MISMA FUE QUIEN SUSCRIBIÓ, EN LIBRE EJERCICIO 
DE SU AUTONOMÍA PARA CONTRATAR, LA SOLICITUD 
DE LA TARJETA DE CRÉDITO AMERICAN EXPRESS 
VÍA ''FAD", DE LA CUAL DERIVA LA EXPEDICIÓN DE 
LA CUENTA QUE HOY ILEGALMENTE PRETENDE 
DESCONOCER, EN TÉRMINOS DE LO ESTABLECIDO 
EN LA LEY PARA LA TRANSPARENCIA Y 
ORDENAMIENTO DE LOS SERVICIOS FINANCIEROS Y 
EL CÓDIGO DE COMERCIO.”. Que se hace consistir en 

que fue la propia actora quien realizó la solicitud de la 

cuenta que ahora pretende desconocer, ya que en el 

formato, manifestó actuar en nombre propio, y no por medio 

de un tercero; y al efecto se identificó debidamente 

proporcionando los datos necesarios para la emisión de la 

cuenta; por lo que resulta incongruente que hoy pretenda 

desconocer la relación contractual con su poderdante, 

puesto que la solicitud via "FAD" (FIRMA AUTÓGRAFA 

DIGITAL) tiene plena validez jurídica de contratación y como 

consecuencia de ello, los derechos y obligaciones que 

derivan de la misma; que por tanto, se obligó en la manera y 

términos que quiso, en términos del numeral 78 del Código 
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de Comercio, resaltando que en materia mercantil imperan 

los principios de libertad contractual y de autonomía de la 

voluntad; que aunado a lo anterior, la actora usó su tarjeta 

en un lapso de más de un año e hizo cargos en diversas 

ocasiones; de ahí que los cargos señalados en el escrito 

inicial de demanda, derivan de la utilización de la tarjeta de 

crédito por parte de la actora. 

 “TERCERA.- FALTA DE ACCIÓN Y DE DERECHO 
DE LA ACTORA PARA RECLAMAR LAS 
PRESTACIONES DEL ESCRITO INICIAL DE DEMANDA 
CON BASE EN LA EXISTENCIA DE LOS SOPORTES 
QUE ACREDITAN EL CONSENTIMIENTO OTORGADO 
POR LA ACTORA PARA CELEBRAR EL CONTRATO 
DEL QUE DERIVA LA CUENTA BAJO LA MODALIDAD 
DENOMINADA "THE PLATINUM CREDIT CARD 
******** *******" CON NÚMERO DE CUENTA 
***************** QUE POR MOTIVO DE REEMPLAZO 
DE PLÁSTICO CAMBIÓ AL NÚMERO DE TARJETA *****
************** que se hizo consistir en que con la 

valoración de todas las pruebas que ofreció su 

representada, no queda lugar a duda la mala fe con la que 

se conduce la actora, pues fue ella misma fue quien solicito 

la cuenta que ahora pretende desconocer; lo anterior, 

realizando el procedimiento para solicitar la cuenta objeto de 

litigio, por medio del mecanismo denominado "FAD" (FIRMA 

AUTÓGRAFA DIGITAL), el que es usado por su 

representada para los solicitantes que deseen obtener una 

tarjeta, el cual, cumple cabalmente con lo dispuesto en la 

Norma Oficial Mexicana 151 (Firma Electrónica); que para 

ese mecanismo, se utiliza una plataforma digital segura que 

hace una validación biométrica e incluso con videograbación 

para asegurar la identidad de los solicitantes y precisamente 
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evitar fraudes, y que dichos documentos electrónicos 

firmados hacen prueba plena al considerarse un mensaje de 

datos válido y seguro en términos de lo establecido en el 

Código de Comercio; que se trata de una forma con plena 

validez jurídica en términos del número 1803 del Código 

Civil Federal supletorio al Código de Comercio; que además 

se podrá confirmar que la actora  ****** ****** ******* 

********** no sólo pidió la cuenta objeto de litigio, sino que 

en efecto hizo uso de la misma, realizando cargos y abonos, 

como se acredita de los estados de cuenta, así como con 

las comunicaciones que la misma actora sostuvo en 

diversas ocasiones con personal del área de atención a 

clientes de su poderdante, de las que se podrá advertir 

como la actora continuamente la tarjeta emitida por su 

representada realizando diversos cargos, con lo cual 

manifestó su consentimiento.

“CUARTA.- FALTA DE ACCIÓN Y DERECHO DE LA 
PARTE ACTORA PARA RECLAMAR A MI PODERDANTE 
EL PAGO DE LAS PRESTACIONES SEÑALADAS EN LA 
DEMANDA, DERIVADO DE LA CONTRAVENCIÓN A LA 
BUENA FE Y A LOS ACTOS PROPIOS PARA 
RECLAMAR DE MIS PODERDANTES LA NULIDAD DEL 
CONTRATO DEL QUE DERIVA LA TARJETA  *****

************ QUE POR MOTIVO DE REEMPLAZO DE 
PLÁSTICO CAMBIÓ AL NÚMERO DE TARJETA  **** 

************ Y POR ENDE, EL SALDO DEUDOR.”, 
sustentada en que la buena fe en materia contractual está 

prevista en los artículos 1796, 1830 y 1910 del Código Civil 

Federal; que ligado a lo anterior, se encuentra la doctrina de 

los actos propios, la cual busca proteger la confianza 

suscitada por un comportamiento anterior que, 

posteriormente se pretende desconocer; que por tanto, la 
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actora ejerce su pretensión actuando de forma contraria al 

principio de buena fe y a la doctrina de los actos propios que 

rigen en materia contractual; que como lo ha venido 

señalando la actora, en su demanda, fue omisa en 

manifestar los hechos narrados con veracidad, claridad, 

precisión y el tiempo, modo y lugar en que se suscitaron, y 

de manera importante omitió hacer del conocimiento que 

ella SÍ celebró con su poderdante el contrato del que deriva 

la emisión de la tarjeta controvertida y que la usó por más 

de un año; y, por ende, omitió también referir el uso que dio 

a su tarjeta, cargos anteriores que hizo e incluso que pagó 

hasta que incurrió en mora, uso que se podrá corroborar 

con los estados de cuenta exhibidos, para llevar a cabo 

transacciones y pagos electrónicos en plataformas digitales, 

así como en diversos establecimientos, tales como 

******,  ******* *****,  *********, FARMACIAS, 

etcétera; que la actora realizó por tiempo prolongado cargos 

a la tarjeta, e incluso realizó pagos a la misma; y como 

ejemplo destaca, que realizó diversos pagos a la tarjeta, a 

través de la institución  **** ******* Sociedad Anónima, 

Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero  **** 

México, lo que se confirmará por el informe que dicha 

institución rinda a su Señoría; por lo anterior, resulta 

evidente la preeminencia de la voluntad de la actora, 

respecto del crédito que pretende desconocer, dado el uso 

reiterado y continuo que la misma ha hecho; así la actora 

ejerce su pretensión a través de la demanda actuando de 

forma contraria al principio de buena fe y la doctrina de los 

actos propios que rigen en materia contractual.

“QUINTA.- FALTA DE ACCIÓN Y DE DERECHO DE 
LA C. ****** ****** ******* ********* PARA 
RECLAMAR LAS PRESTACIONES A MI PODERDANTE 
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SEÑALADAS EN EL ESCRITO INICIAL DE DEMANDA, 
DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO EN EL 
ARTÍCULO 78 DEL CÓDIGO DE COMERCIO.”, 
consistente en que el elemento fundamental en el ámbito de 

los contratos, es la autonomía de la voluntad de las partes; 

que lo anterior también implica un principio fundamental al 

pretender contratar, pues constituye la expresión de la 

persona al obligarse en los términos que quiso hacerlo; lo 

anterior, debido a que las personas requieren el respeto a 

su autodeterminación, por lo que, si no existe libertad del 

individuo para estructurar sus relaciones jurídicas de 

acuerdo con sus deseos, no se respeta la 

autodeterminación de ese sujeto, conforme a la tesis de 

rubro: “AUTONOMÍA DE LA VOLUNTAD. ES UN 

PRINCIPIO DE RANGO CONSTITUCIONAL.”; que con 

relación con lo anterior, el artículo 78 del Código de 

Comercio establece que en las convenciones mercantiles 

cada uno se obliga en la manera y términos que aparezca 

que quiso obligarse, imperando la voluntad de las partes, lo 

que es la ley suprema en los contratos mercantiles, además 

de que éstas tienen pleno conocimiento de las implicaciones 

y consecuencias jurídicas que conllevan los términos 

pactados en los contratos; así resulta necesario destacar 

que, la actora injustificadamente pretende desconocer la 

existencia de la relación contractual a la que se encuentra 

obligada y, por ende, debe hacerse responsable de los 

cargos que pretende desconocer a pesar de haber 

manifestado su consentimiento y al no hacerlo falta con las 

obligaciones pactadas en los contratos; por tanto, la actora 

no tiene la acción ni el derecho para reclamar de su 

poderdante las prestaciones señaladas en su escrito inicial 

de demanda, pudiéndose apreciar que la parte actora no 

solo no acredita ningún hecho narrado en su escrito inicial 
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de demanda, sino que además, pretende hacer creer que no 

celebró el contrato, ni realizó los cargos que generaron el 

saldo deudor, cuestión que se debe tomar en consideración 

al momento de dictar la sentencia, definitiva que se dicte en 

el presente juicio y absolver a su poderdante de todas y 

cada una de las prestaciones que la actora le reclama. 

“SEXTA.- SINE ACTIONE AGIS.”; que se hace 

consistir en que la acción intentada por la actora, carece de 

todos y cada uno de los elementos constitutivos de la 

misma, además que no alcanza a acreditar fehacientemente 

y en términos de ley, los extremos de dicha acción, en lo 

específico, en el hecho que no acredita, desde el punto de 

vista jurídico, su acción; y que ante la negación de su 

poderdante, respecto de los hechos en que la actora 

pretende fundar su acción, también tiene por objeto el 

revertir la carga de la prueba a la actora para que 

demuestre fehacientemente y en términos de ley, los 

hechos y afirmaciones en que se basa para demandar a su 

poderdante, como presupuesto necesario para la 

procedencia de la acción.

Como se advierte de lo anterior, los argumentos 

torales en las excepciones planteadas por la demandada 

descansan en cuatro ejes argumentativos torales:

1. Validez y eficacia del consentimiento electrónico 

(Firma Autógrafa Digital - FAD): Se sostiene que la relación 

contractual nació a la vida jurídica mediante el 

consentimiento expreso de la actora otorgado a través del 

mecanismo digital seguro (FAD), otorgándole a la solicitud 

la naturaleza de un mensaje de datos con plena validez, 

fiabilidad y eficacia probatoria en términos del Código de 

Comercio y el Código Civil Federal.
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2. Doctrina de los actos propios (Venire contra factum 

proprium) y principio de buena fe: La demandada argumenta 

que es procesal y materialmente inaceptable que la actora 

pretenda desconocer el contrato cuando su conducta 

prolongada y reiterada (uso de la tarjeta por más de un año, 

compras en diversos comercios, llamadas a atención a 

clientes y pagos de saldos mediante otra institución 

bancaria) confirma indubitablemente su voluntad de 

obligarse y ejercer la línea de crédito.

3. Principio de autonomía de la voluntad: Con 

fundamento en el artículo 78 del Código de Comercio, se 

argumenta que la actora actuó en su propio nombre y por su 

propio derecho al solicitar el crédito, sometiéndose 

libremente a los términos y condiciones del contrato de 

adhesión registrado ante PROFECO.

4. Carencia de acción y derecho (Sine actione agis): Al 

negar categóricamente que la cuenta haya sido abierta sin 

el consentimiento de la actora, la demandada revierte la 

carga probatoria, señalando que la accionante carece de los 

elementos constitutivos para reclamar la nulidad del contrato 

y el desconocimiento de los cargos.

Luego, las excepciones se declaran esencialmente 

fundadas, pues, como se estableció con antelación, quedó 

plenamente acreditado que la actora ****** ****** ******* 

********* sí emitió su consentimiento para la celebración 

del contrato de apertura de crédito del que derivó la emisión 

de la tarjeta número  *****************, haciéndolo a 

través del mecanismo de Firma Autógrafa Digital (FAD).

Conforme a la legislación mercantil aplicable a los 

mensajes de datos y el comercio electrónico, la utilización 

del sistema FAD constituye un método fiable y apropiado 
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para el propósito por el cual se generó el mensaje, al 

incorporar elementos tecnológicos de seguridad, validación 

biométrica y videograbación que garantizan la integridad de 

la información y la indubitable identificación del firmante. Por 

consiguiente, el consentimiento expresado por esta vía surte 

los mismos efectos jurídicos que la firma autógrafa 

tradicional, perfeccionando el acuerdo de voluntades y 

haciendo exigibles los términos y condiciones del contrato 

de adhesión respectivo.

En virtud de lo anterior, resulta innecesario analizar los 

argumentos relativos a que la actora dispuso de la línea de 

crédito otorgada realizando múltiples operaciones en 

diversos establecimientos comerciales durante más de un 

año, e incluso efectuó pagos parciales al saldo deudor 

mediante transferencias desde una diversa institución 

bancaria (**** ******), y que estos hechos consumados 

materializan la doctrina de los actos propios (venire contra 

factum proprium), pues la actora generó una apariencia de 

validez y aceptación del contrato a través de su conducta 

reiterada, toda vez que, al quedar acreditado 

—Hasta aquí el estudio de las excepciones—

Cabe precisar que los diversos medios de convicción 

ofrecidos por la actora, resultan ineficaces para variar lo 

determinado.

En efecto resultan ineficaces las documentales 

ofrecidas con el número 1, en el capítulo de pruebas de su 

escrito de demanda, pues las identificadas con los números 

1.1 al 1.6, solo muestran los documentos de identificación 

de la actora, así como su comprobante de domicilio. Y, por 

lo que ve al relacionado en el 1.7, denominado “REPORTE 

DE CRÉDITO ESPECIAL”, expedido por BURÓ DE 
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CRÉDITO, únicamente acredita la existencia de la tarjeta de 

crédito número ***************, otorgada en favor de la 

actora por  ******** ******* ******* ( ******), 

Sociedad Anónima de Capital Variable, presenta un saldo 

deudor al mes de marzo de dos mil veinticinco por la 

cantidad de $********** (********** ******* * ** *** 
********** **** pesos, 00/100 moneda nacional), con 

atraso de treinta a cincuenta y nueve días.

Por lo que ve a la documental consistente en la 

Carpeta de Investigación  ****************************** 

se desprende que existe un registro de entrevista de 

persona compareciente, la actora, ante la Agencia del 

Ministerio Público de Atención Temprana de la Vicefiscalía 

de Investigación Regional Del Distrito  ***** Zona  ***** 

*****, únicamente resulta eficaz para probar lo que en ella 

se contiene, esto es, que denunció hechos delictuosos 

perpetrados en su agravio, respecto la utilización de su 

nombre para realizar cargos que no reconoce. 

Tampoco beneficia los intereses de la actora la 

documental de informes a cargo de  ******** ******* 

******* (******), Sociedad Anónima de Capital Variable, 

que arrojaron lo siguiente:

 “La persona que solicitó la tarjeta de crédito objeto de litigio, 
fue la C* ****** ****** ******* ********* y los documentos 
que fueron tomados en consideración fueron los siguientes:

I.- El número de folio o PCN con el que se inició el trámite fue 
****************** 

II.- La documentación fundamental que fue utilizada para la 
identificación de la C.  ****** ****** ******* ********* se 
advierte de la aplicación denominada “FAD” (firma autógrafa 
digital), mecanismo que se compone de la siguiente 
información:

i) Credencial para votar, la cual, fue puesta a la vista por la 
propia persona que solicitó la tarjeta, es decir, la C.  ****** 
****** ******* ********* siguió el procedimiento 
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correspondiente tomando un autorretrato (selfie) mostrando su 
identificación oficial, tal y como se advierte del documento 
adjunto al presente como anexo uno.

 ii) Por otro lado, se solicitó comprobante de domicilio, el cual 
fue brindado por la C.  ****** ****** ******* ********* y 
consistió en el recibo de energía eléctrica expedido por la 
Comisión Federal De Electricidad mismo que también forma 
parte del documento adjunto al presente como anexo uno.

 iii) Video en el que se advierte que la persona de la 
identificación oficial que fue brindada, se encontraba realizando 
la suscripción de la solicitud, video que ya fue exhibido 
anteriormente por  ******** ******* ******* (******)* 
S.A. DE C.V. en dispositivo USB. 

iv) Al realizar la solicitud, la persona solicitante, la C.  ****** 
****** ******* ********* registró su número telefónico 
**********, tal y como se advierte del documento adjunto 
como anexo dos.

 v) Al realizar la solicitud, la persona solicitante, la C.  ****** 
****** ******* ********* registró su Registro Federal de 
Contribuyentes, siendo este el *************, tal y como se 
advierte del documento adjunto como anexo uno. Tres.

vi) Asimismo, se registró la ubicación de la persona al momento 
en que se realizó la suscripción de la tarjeta, siendo esta la que 
se advierte del documento adjunto como anexo dos.”.

De lo anterior se advierte, por una parte que la 

demandada informó que fue la parte actora quien solicitó la 

tarjeta de crédito de que se trata fue la actora,  ****** 

****** ******* ********** quien presentó su credencial 

para votar, comprobante de domicilio, allegó un video en el 

que se advierte la fotografía de la actora junto con su 

credencial de elector, se registró su número telefónico y 

registro federal de contribuyentes, así como su ubicación; 

por lo que es evidente que, como se dijo, la documental no 

beneficia los intereses de la actora.

Luego, toda vez que no se satisficieron y probaron 

los elementos de la acción, con fundamento en el artículo 

2224 del Código Civil Federal, de aplicación supletoria al 

Código de Comercio, no procede declarar la nulidad 
absoluta del contrato de crédito denominado "*** ******** 
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****** **** ******** ******* " con número de cuenta 

************ *****, contratado el primero de octubre de 

dos mil veinticuatro, que por motivo de reemplazo de 

plástico cambió al número de tarjeta *****************, el 

cual, en el reporte emitido por el Buró de Crédito el 

veintiocho de abril de dos mil veinticinco, presentaba un 

saldo deudor vencido de $********** (********** ******* * 

**  *** ********** ****  pesos, cero centavos, moneda 

nacional).

En consecuencia, se absuelve a la demandada 
******** ******* ******* (******), Sociedad Anónima 
de Capital Variable, de cancelar dicho contrato y el saldo 

deudor del mismo, así como los accesorios que hubiese 

generado dicho saldo.

SEXTO. Estudio del fondo de la acción 
reconvencional.

La litis respecto de la acción reconvencional se 

constriñe a determinar, si resulta procedente condenar a la 

demandada reconvencional  ****** ****** ******* 

*********, a pagar a la actora reconvencional  ******** 

******* ******* (******), Sociedad Anónima de Capital 

Variable, la cantidad de $********** (********** ******* * 

**** *** ********** ***********  pesos,  ********** centavos, 

moneda nacional), por concepto de suerte principal, derivado 

de los cargos realizados a la cuenta de crédito denominada 

"*** ******** ****** **** ******** ******* " con número 

************ ***** , que por motivo de reemplazo de 

plástico cambió al número de tarjeta *****************.

Asimismo, elucidar si resulta procedente condenar a la 

demandada reconvencional al pago de la cantidad de 
$********* (******* * ** *** **********  pesos, ******* * **** 
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centavos, moneda nacional), por concepto de intereses 

moratorios generados hasta que la actora reconvencional 

canceló la cuenta.

Finalmente determinar si resulta procedente condenar a 

la demandada al pago de gastos y costas.

En ese tenor, la actora reconvencional debe acreditar 

los siguientes elementos.

1. La existencia de la relación contractual derivada 

del contrato de crédito denominado "*** ******** ****** 

**** ******** ******* " con número de tarjeta  *****

******* *****, que por motivo de reemplazo de plástico 

cambió al número de tarjeta *****************.

2. La disposición del crédito y que derivado de ello 
existe un saldo insoluto, por la cantidad de $********** 
(*********** ******* * ***** *** ********** ******** * 
****** pesos, noventa y cinco centavos, moneda 
nacional), que se integra por $********** (********** 
******* * **** *** ********** *********** pesos, 
veintiocho centavos, moneda nacional), por concepto 
de “suerte principal” y $********* (******* * ** *** 
********** pesos, setenta y seis centavos moneda 
nacional), por concepto de intereses.

3. El incumplimiento de la demandada en el pago 
de sus obligaciones.

Ahora bien, en el caso quedó acreditado el primer 
elemento de la acción, consistente en la existencia de la 
relación contractual derivada del contrato de crédito 

denominado "*** ******** ****** **** ******** ******* " 

con número de tarjeta ************ *****, que por motivo 

de reemplazo de plástico cambió al número de tarjeta *****
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************.

En efecto, como se estableció al analizar la acción 

principal, a cuya fundamentación y motivación se remite en 

obvio de repeticiones innecesarias, quedó acreditado que la 

actora firmó mediante la plataforma FAD, el contrato de 

crédito denominado "*** ******** ****** **** ******** 

*******" con número de tarjeta  ************ *****, que 

por motivo del reemplazo de plástico cambió al número de 

tarjeta *****************.

Cabe precisar, que la demandada reconvencional 

(actora en lo principal), al contestar la demanda 

reconvencional ofreció como prueba de su parte, la prueba 

pericial en grafoscopía a cargo del  perito  ****** 

********* ********; sin embargo, dicha pericial a juicio de 

quien ahora resuelve carece de todo valor probatorio, 

toda vez que la prueba resulta inconducente e inidónea para 

el fin pretendido, adoleciendo además de graves 

deficiencias metodológicas y contradicciones internas que 

destruyen su eficacia.

La desestimación de esta probanza se sustenta en las 

siguientes consideraciones de estricto orden técnico y 

jurídico:

1. Falta de idoneidad de la materia (Grafoscopía 
vs. Evidencia Digital) La grafoscopía es la disciplina que 

tiene por objeto el estudio de la escritura y las firmas físicas, 

analizando los trazos, la presión, el ritmo y el surco dejados 

por un instrumento inscriptor (bolígrafo, pluma) sobre un 

soporte material (papel). En el caso concreto, la 

controversia versa sobre una Firma Autógrafa Digital 
(FAD), la cual constituye un mensaje de datos generado 

mediante una interacción en una pantalla táctil o dispositivo 
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electrónico.

El perito de la demandada reconvencional pretende 

aplicar técnicas analógicas de grafoscopía física a una 

representación visual impresa (píxeles) de una firma 

electrónica. Para analizar la autenticidad de una firma FAD, 

la materia idónea es la pericial en informática o sistemas 
computacionales, pues lo que se debe analizar no es el 

trazo impreso en un papel, sino la metadata biométrica 

encapsulada criptográficamente (velocidad de los vectores, 

presión sobre la pantalla, biometría asociada al dispositivo), 

elementos que el perito en grafoscopía ignoró por completo 

al carecer de la especialidad técnica requerida.

2. Confesión expresa de ineficacia por el propio 
perito. En la página 5 de su dictamen, al establecer los 

fundamentos de su estudio, el propio perito señala 

textualmente que para que el dictamen tenga fuerza 

probatoria, el documento debe reunir tres vicisitudes, siendo 

la primera:

"a).- Debe de ser original.- En virtud de que se debe analizar la 
presión, la velocidad, el grosor de línea, los inicios, 
terminaciones, agilidad entre otras cosas que necesitan 
originalidad, el documento si es original pero la firma no lo es."

Es decir, el propio especialista confiesa que carece del 

elemento esencial (la firma original en físico) para realizar 

su labor, pero contradictoriamente procede a emitir una 

conclusión categórica.

Esta deficiencia la reitera en la página 19 de su 

dictamen, al analizar los elementos estructurales de la firma 

cuestionada, donde confiesa su incapacidad técnica: 

• Presión: "La firma cuestionada no se puede obtener 

su presión porque es una firma electrónica, se utiliza 
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el sistema FAD..." 

• Velocidad: "La firma cuestionada no se puede 

obtener su velocidad en razón de utilizarse el sistema 

FAD..." 

Al admitir que no puede analizar la presión ni la 

velocidad —elementos intrínsecos e indispensables de la 

grafoscopía para determinar falsedad o autenticidad 

gráfica—, su conclusión queda vaciada de sustento 

científico, reduciéndose a una mera apreciación subjetiva de 

dibujos impresos.

3. El perito fundamenta sus diferencias en aspectos 

como el "grosor de línea" (señalando que la cuestionada es 

muy gruesa), "temblequeos" (indicando que la cuestionada 

no tiene y las indubitables sí) y "tensión de línea".

Dicho análisis es falaz e ignora las máximas de la 

experiencia tecnológica. Es un hecho notorio que estampar 

una firma con el dedo o un stylus sobre una pantalla de 

cristal (como ocurre en el sistema FAD) elimina la fricción 

natural del papel, alterando forzosamente la morfología 

visual, engrosando los trazos y modificando la aparición de 

"temblequeos" habituales del pulso. El perito castiga estas 

diferencias naturales del medio de inscripción electrónico 

asumiéndolas erróneamente como signos de falsificación, lo 

que evidencia su desconocimiento sobre el comportamiento 

gráfico en plataformas digitales.

Por las razones expuestas, el dictamen del Dr. ****** 

********* ********  resulta dogmático, contradictorio y 

técnicamente inidóneo. El perito aplicó una ciencia 

analógica a una evidencia electrónica, confesó no poder 

medir los elementos fundamentales de su propia materia 

(presión y velocidad) al tratarse de un sistema FAD, y fundó 
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sus diferencias en la natural discrepancia visual que existe 

entre firmar en papel y firmar en una pantalla.

En consecuencia, a juicio de esta juzgadora la prueba 

pericial en grafoscopía carece de valor probatorio, 

prevaleciendo el dictamen pericial en sistemas 

computacionales y/o informática desahogado por la 

demandada en lo principal (actora reconvencional).

Es aplicable por analogía, la tesis consultable con el 

Registro digital: 182659, sustentada por el Primer Tribunal 

Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, Novena 

Época, visible en el Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, Tomo XVIII, Diciembre de 2003, Materia(s): 

Penal, página 1383, cuyo rubro y texto a la letra dicen: 

“DICTAMEN PERICIAL. SI NO APORTA ELEMENTOS DE 
CONVICCIÓN QUE JUSTIFIQUEN LOS CONOCIMIENTOS 
ESPECIALES REQUERIDOS POR EL JUZGADOR PARA 
RESOLVER, DEBE TENERSE POR DOGMÁTICO Y 
CARENTE DE EFICACIA PROBATORIA (LEGISLACIÓN DEL 
DISTRITO FEDERAL). Conforme a los artículos 175 y 254 del 
Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, los 
peritos están obligados a realizar todas las operaciones y 
análisis que su ciencia o arte les sugiera y deberán expresar en 
su dictamen los hechos y circunstancias que sirvan de 
fundamento a la conclusión a la que lleguen; asimismo, la 
autoridad judicial con ponderación de las circunstancias del 
caso concreto establecerá la fuerza probatoria que corresponde 
a esa prueba. Así, cuando la opinión a la que arriba el perito se 
constriñe a formular afirmaciones genéricas sobre la causa de 
los hechos sin soportarlo en bases razonadas y fundadas, y en 
orden a los conocimientos técnicos y científicos 
correspondientes (hechos y circunstancias), sin que se 
justifiquen o demuestren las conclusiones dictaminadas, debe 
entenderse que tal dictamen no aporta elementos de convicción 
que justifiquen los conocimientos especiales que necesita el 
juzgador para resolver el problema fáctico sometido a la prueba 
experticial de mérito; por tanto, dicho dictamen debe tenerse 
por dogmático y, por ende, carente de eficacia probatoria.”

Por consiguiente, con la prueba pericial en materia de 

seguridad informática no es factible concluir de manera 

indubitable, que los procedimientos de identificación que 

fueron utilizados durante las transacciones y que fueron 
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acordados con el usuario, cumplen con los requisitos 

previstos para la verificación de la fiabilidad de las firmas 

electrónicas, esto es, que los datos de creación del mensaje 

en el contexto en que se utilizaron corresponden 

exclusivamente al emisor, aquí actor; así como, que sistema 

no se vulneró durante las transacciones controvertidas por 

algún agente exterior.

Aunado a lo anterior, la actora reconvencional, al 

desahogar la vista respeto de la contestación 

reconvencional, ofreció la prueba pericial en identificación 
de fisonomía, 

El dictamen en materia de Identificación Fisonómica, 

rendido por la Dra.  ******** ******* ******** tiene como 

objetivo determinar si la persona que aparece en el video 

del proceso de contratación FAD corresponde a la actora, 

****** ****** ******* *********.

La perito señaló que utilizó el modelo ACE-V (Análisis, 

Comparación, Evaluación y Verificación), lineamientos del 

FISWG (Facial Identification Scientific Working Group) y 

análisis de índices morfofaciales.

Contrastó el video de la plataforma ("1_VIDEO" de 20 

segundos) contra fotografías tomadas directamente a la 

actora en presencia judicial el 13 de mayo de 2026 y 

encontró plena correspondencia en los tercios faciales 

horizontales y en el índice morfológico facial (ambos rostros 

son "Mesoprosopo"). Detalló similitudes exactas en forma 

del rostro, color de piel, cabello, orejas, nariz, boca y 

mentón.

El estudio destaca una coincidencia individualizante 

irrefutable: la presencia de un "lunar sobre el cuerpo de la 
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ceja derecha" y "bolsas palpebrales inferiores bilaterales", 

tanto en el video como en el rostro físico de la actora.

La perito concluyó categóricamente que existe soporte 

técnico y científico para establecer que la persona del video 

sí presenta correspondencia fisonómica (es la misma 
persona) que la actora. Las ligeras divergencias visuales se 

atribuyen exclusivamente a factores extrínsecos de captura 

(perspectiva, iluminación, resolución y la postura de la 

actora al momento de la toma de muestras).

En consecuencia, el dictamen en identificación 

fisonómica robustece la pericial en sistemas 

computacionales y/o informática ofrecida por la demandada 

en lo principal, actora reconvencional.

Apoya lo anterior, el criterio consultable con el registro 

digital: 161783, sustentado por la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 1a. CII/2011, fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 

XXXIII, Junio de 2011, página 174, que dice:

“PRUEBA PERICIAL. LA MOTIVACIÓN DEL PERITO ES UN 
CRITERIO ÚTIL PARA SU VALORACIÓN. El objeto de la 
prueba pericial es el auxilio en la administración de justicia, 
consistente en que un experto en determinada ciencia, técnica 
o arte, aporte al juzgador conocimientos propios de la materia 
de la que es experto, y de los que el juzgador carece, porque 
escapan al cúmulo de conocimientos que posee una persona 
de nivel cultural promedio; conocimientos que además, resultan 
esenciales para resolver determinada controversia. Ahora bien, 
precisamente porque el juzgador carece de los conocimientos 
en que se basa un perito para elaborar su dictamen, resulta 
difícil determinar el alcance probatorio del mismo, sobre todo si 
dos o más peritos, respecto de la misma cuestión, emiten 
opiniones diversas o incluso contradictorias. En estos casos, 
resulta útil analizar el método y la fundamentación científica, 
artística o técnica que respaldan las opiniones de los peritos, 
pues si en el dictamen, además de exponer su opinión, el perito 
explica las premisas, reglas o fundamentos correspondientes a 
la ciencia, técnica o arte de que se trate, en las que se haya 
basado para analizar el punto concreto sobre el que expresa su 
opinión, y explica la forma en que dichas premisas, aplicadas al 
punto concreto, conducen a la conclusión a la que arriba y que 
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constituye el contenido de su opinión, mediante un método 
convincente y adecuado a la materia de que se trate, será 
relativamente sencillo motivar la valoración de dicha probanza. 
Este método de valoración probatoria es además congruente 
con la naturaleza de la prueba pericial, la cual cumple con su 
objetivo, en la medida en que dote al juzgador de los 
conocimientos científicos, técnicos o artísticos necesarios para 
resolver.”.

Luego, la conjunción de las periciales en informática y 

fisonomía, evidencia la ineficacia probatoria y falta de 

idoneidad de la prueba pericial en grafoscopía.

El perito en grafoscopía concluyó que la firma es falsa 

basándose en meras diferencias morfológicas del trazo 

digital (ausencia del nombre completo, grosor de línea, 

temblequeos). No obstante, este análisis de trazos queda 

totalmente superado y desvirtuado por la realidad biométrica 

documentada en autos:

Resulta irrelevante que la morfología de una firma 

digitalizada en pantalla no coincida con una firma en papel 

(como equivocadamente exige el perito en grafoscopía), 

cuando existe prueba pericial fisonómica plena de que la 
actora fue videograbada en el acto mismo de plasmar 
esa firma electrónica; máxime que, como se estableció 
en el considerando que antecede al valorar la 
confesional, ella confesó que es la persona que se 
encuentra en el video.

De ahí que, como se anticipó, se tiene por acreditado 

el primer elemento de la acción.

De igual forma, como se verá, quedó acreditado el 
segundo elemento de la acción, consistente en la 
disposición del crédito y que derivado de ello existe un 
saldo insoluto, por la cantidad de $********** 
(*********** ******* * ***** *** ********** ******** * 
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****** pesos, noventa y cinco centavos, moneda 
nacional), que se integra por $********** (********** 
******* * **** *** ********** *********** pesos, 
veintiocho centavos, moneda nacional), por concepto 
de “suerte principal” y $********* (******* * ** *** 
********** pesos, setenta y seis centavos moneda 
nacional), por concepto de intereses.

En efecto, el elemento en estudio se acredita con los 

estados de cuenta allegados por la demandada, por el 

periodo comprendido del veintiséis de septiembre al 

veinticinco de noviembre, de dos mil veinticuatro, relativos al 

número de cuenta  *****************, y, por el periodo 

comprendido del veintiséis de noviembre de dos mil 

veinticuatro al veinticinco de diciembre de dos mil 

veinticinco, relativos al número de cuenta  ************

*****, a los que se les otorga valor probatorio pleno de 

conformidad con lo establecido en el artículo 1296 del 

código de Comercio; de los que se desprende que hasta el 

mes de abril de dos mil veinticinco, se estuvo haciendo uso 

de la línea de crédito mediante múltiples operaciones en 

establecimientos comerciales, y que, en el estado de cuenta 

que corresponde a dicho mes, con fecha de corte al 

veinticinco de abril de dos mil veinticinco, la tarjeta 

presentaba un saldo deudor por la cantidad de $********** 
(********** ******* * **** *** ********** *********** 
pesos, veintiocho centavos, moneda nacional), 
asimismo, se advierte que, a partir de dicha data y hasta el 

mes de agosto de dos mil veinticinco, se realizaron 

únicamente cargos por intereses y los impuestos generados 

por éstos, por la cantidad de $********* (******* * ** *** 
********** pesos,  ******* * ***** centavos moneda 
nacional), —no así $********* como lo señala la actora 
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reconvencional— y que con posterioridad a dicho mes, ya 

no se realizó cargo alguno, por lo que el saldo deudor final 

sumados ambos conceptos $********** (*********** 
******* * ***** *** ********** ******** * ****** pesos, 
noventa y cinco centavos, moneda nacional).

Cabe acotar que la actora al contestar la demanda 

reconvencional, objetó en cuanto a su alcance y valor 

probatorio los estados de cuenta, sin embargo, dicha 

objeción la hizo consistir en que “es falso lo que señala la 

actora en la reconvención, porque, si la suscrita no solicité 

la tarjeta de crédito, no adeudo nada”; esto es, no objetó la 

información que se contiene en los estados de cuenta, sino 

que sustentó la objeción en que no solicitó la tarjeta de 

crédito, argumento que, como se estableció en líneas 

precedentes, quedó desvirtuado, dado que se acreditó que, 

contrariamente a lo que alega, sí suscribió la solicitud de la 

tarjeta de crédito.

Aunado a lo anterior, la actora no controvirtió de 
manera alguna los importes que se establecen en los 

estados de cuenta, ni la veracidad en particular de cada una 

de las operaciones, ni la procedencia de los diversos cargos 

por comisiones, intereses, e impuestos.

En ese sentido, al no existir una impugnación 

específica sobre la veracidad de las transacciones, ni los 

importes de los diversos cargos por comisiones, intereses e 

impuestos, ni prueba en contrario que desvirtúe el saldo 

consolidado, estos documentos adquieren plena eficacia 
demostrativa en términos del artículo 1296 del Código de 

Comercio. 

La actitud procesal de la actora implica un 

consentimiento tácito de las operaciones ahí plasmadas, de 
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ahí que resulten suficientes para acreditar el elemento en 

estudio.

En consecuencia, como se anticipó, quedó acreditado 

el segundo elemento de la acción.

Finalmente, también quedó acreditado el tercer 
elemento de la acción, consistente en la exigibilidad del 

crédito ante el incumplimiento de la demandada en el 
pago de sus obligaciones.

Al respecto, debe señalarse que basta que la parte 

actora afirme que los demandados dejaron de cumplir con 

las obligaciones a su cargo, para que se revierta a los 

enjuiciados la carga de la prueba, a fin de demostrar que sí 

han dado cumplimiento a aquélla; pues lo contrario 

implicaría exigirle al accionante la acreditación de un acto 

negativo, que no existe obligación legal de demostrar, por 

disposición expresa del artículo 1195 del Código de 

Comercio.

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de la extinta 

Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Quinta 

Época, Tomo CXXII, página mil seiscientos noventa y siete, 

de rubro y texto siguientes:

“CONTRATOS, INCUMPLIMIENTO DE LOS (CARGA DE LA 
PRUEBA). Al demandado corresponde acreditar, dentro del 
juicio, el cumplimiento de las obligaciones a su cargo y, por 
tanto, no haber dado causa de incumplimiento del contrato 
objeto del juicio, pues al actor no puede exigírsele la 
demostración de un hecho negativo, cuando en uno de esa 
clase se funda la acción”.

La accionante reconvencional señala que la 
demandada incumplió con sus obligaciones de pago a 
partir del mes de enero de dos mil veinticinco, en el que 
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realizó el último pago por la cantidad de $********* (**** 

mil pesos, cero centavos, moneda nacional).

Por su parte la demandada no controvirtió de manera 

frontal y directa el incumplimiento de la obligación que se le 

atribuye, dado que se limitó a manifestar que: “Como lo he 

mencionado, la suscrita nunca solicité a la actora en la 

reconvención ninguna tarjeta de crédito, y que, por lo tanto, 

no le adeudo ninguna cantidad de dinero, por las causas 

expuestas en el punto anterior, en consecuencia, si 

desconozco deber la suerte principal, los intereses 

moratorios como accesorios de la suerte principal, deben 

correr la misma suerte”.

No obstante a fin de cumplir con el principio de 

exhaustividad se procede a valorar los medios de convicción 

que ofreció a saber:

I.- Prueba pericial grafoscópica, a efecto de 

acreditar el signo gráfico que obra en la solicitud de la 

tarjeta de crédito realizada mediante el mecanismo FAD 

(FIRMA AUTOGRAFA DIGITAL).

II.- Documental de Informes consistente en el 

informe que rinda a este Juzgado, la actora en la 

reconvención, en el proporcione la siguiente información: 

a) El nombre de la persona que recibió la tarjeta de 

crédito que la actora en lo principal expidió a nombre de la 

actora;

 b) La fecha en que se entregó la tarjeta de crédito 

motivo de este juicio; 

c) El domicilio en que se entregó la tarjeta de crédito 

materia de este juicio, y; 
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d) El documento con el que se identificó la persona 

que recibió la tarjeta. 

Debiendo acompañar los documentos en que conste 

la información que se solicita.

III.- Documentales, consistentes en:

1.1.- Copia certificada de su credencial para votar 

expedida por el Instituto Nacional Electoral (INE), del que 

dice, se desprende su domicilio particular. 

1.2.- Constancia de su Clave Única del Registro de 

Población (CURP). 

 1.3.- Constancia de situación fiscal, de la que dice se 

desprende su domicilio particular.

1.4.- Recibo del SIAPA, del que dice se desprende su 

domicilio particular.

1.5.- Recibo emitido por la Comisión Federal de 

Electricidad, del que dice, se desprende su domicilio 

particular

1.6.- Recibo expedido por Teléfonos de México, del 

que dice se desprende su domicilio particular-

1.7.- Un documento denominado, Reporte De Crédito 

Especial, expedido por Buró de Crédito. 

IV.- Documental. Consistente en la copia autentica de 

la denuncia penal que presenté ante la Fiscalía del Estado, 

con sede en la ciudad de ****** ********* específicamente 

ante la Agencia del Ministerio Público de Atención 

Temprana de la Vicefiscalía de Investigación Regional Del 

Distrito  ***** Zona  ***** *****, por el delito de robo de 
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identidad perpetrado en mi perjuicio, la cual, quedó 

registrada bajo la carpeta de investigación número: 

****************************** 

V.- Documental de Informes,- ofrecida en la acción 

principal y reitera en la reconvención- consistente en el 

informe que rinda a este juzgado la demandada, ******** 

******* ******* (******), Sociedad Anónima de Capital 

Variable, para que informe lo siguiente:

a) Le haga saber a este Juzgado, de manera detallada 

y precisa, cuáles son los documentos que obran en su 

poder y que tomaron en cuenta para identificar a la 

persona que solicitó la tarjeta de crédito a nombre de 

la actora, y; 

b) Que acompañe al informe, copia certificada de la 

totalidad de los documentos con los cuales identificó a 

la persona que solicitó la línea de crédito a nombre de 

la actora. 

VI.- Documental Pública. Consistente en todas y 

cada una de las actuaciones realizadas en este Juicio. 

Ahora bien, resulta ineficaz la pericial en 
grafoscopía, por los motivos que se precisaron al estudiar 

el primer elemento de la acción a cuya fundamentación y 

motivación se remite en obvio de repeticiones innecesarias.

De igual forma, resultan ineficaces las 
documentales ofrecidas con el número III, que relaciona 

del 1.1 al 1.6, solo muestran los documentos de 

identificación de la actora, así como su comprobante de 

domicilio. Y, por lo que ve al relacionado en el 1.7, 

denominado “REPORTE DE CRÉDITO ESPECIAL”, 
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expedido por BURÓ DE CRÉDITO, lejos de beneficiarle, le 

perjudica, pues en dicho documento se indica que la tarjeta 

de crédito número ***************, otorgada en favor de 

la actora por  ******** ******* ******* (******), 

Sociedad Anónima de Capital Variable, presenta un saldo 

deudor al mes de marzo de dos mil veinticinco por la 

cantidad de $********** (********** ******* * ** *** 
********** **** pesos, 00/100 moneda nacional), con 

atraso de treinta a cincuenta y nueve días.

Por lo que ve a la documental IV, esto es la Carpeta 

de Investigación  ******************************  se 

desprende que existe un registro de entrevista de persona 

compareciente, la actora, ante la Agencia del Ministerio 

Público de Atención Temprana de la Vicefiscalía de 

Investigación Regional Del Distrito ***** Zona ***** *****, 

únicamente resulta eficaz para probar lo que en ella se 

contiene, esto es, que denunció hechos delictuosos 

perpetrados en su agravio, respecto la utilización de su 

nombre para realizar cargos que no reconoce. 

Tampoco benefician los intereses de la demandada 

reconvencional, las documentales de informes 
relacionadas como II y V, a cargo de ******** ******* 

******* (******), Sociedad Anónima de Capital Variable, 

que arrojaron lo siguiente:

-Demanda principal (V):

“La persona que solicitó la tarjeta de crédito objeto de litigio, fue 
la C* ****** ****** ******* ********* y los documentos que 
fueron tomados en consideración fueron los siguientes:

I.- El número de folio o PCN con el que se inició el trámite fue 
****************** 

II.- La documentación fundamental que fue utilizada para la 
identificación de la C.  ****** ****** ******* ********* se 
advierte de la aplicación denominada “FAD” (firma autógrafa 
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digital), mecanismo que se compone de la siguiente 
información:

i) Credencial para votar, la cual, fue puesta a la vista por la 
propia persona que solicitó la tarjeta, es decir, la C.  ****** 
****** ******* ********* siguió el procedimiento 
correspondiente tomando un autorretrato (selfie) mostrando su 
identificación oficial, tal y como se advierte del documento 
adjunto al presente como anexo uno.

 ii) Por otro lado, se solicitó comprobante de domicilio, el cual 
fue brindado por la C.  ****** ****** ******* ********* y 
consistió en el recibo de energía eléctrica expedido por la 
Comisión Federal De Electricidad mismo que también forma 
parte del documento adjunto al presente como anexo uno.

 iii) Video en el que se advierte que la persona de la 
identificación oficial que fue brindada, se encontraba realizando 
la suscripción de la solicitud, video que ya fue exhibido 
anteriormente por  ******** ******* ******* (******)* 
S.A. DE C.V. en dispositivo USB. 

iv) Al realizar la solicitud, la persona solicitante, la C.  ****** 
****** ******* ********* registró su número telefónico 
**********, tal y como se advierte del documento adjunto 
como anexo dos.

 v) Al realizar la solicitud, la persona solicitante, la C.  ****** 
****** ******* ********* registró su Registro Federal de 
Contribuyentes, siendo este el *************, tal y como se 
advierte del documento adjunto como anexo uno. Tres.

vi) Asimismo, se registró la ubicación de la persona al momento 
en que se realizó la suscripción de la tarjeta, siendo esta la que 
se advierte del documento adjunto como anexo dos.”.

-Reconvención (II)-

 “La persona que recibió la tarjeta objeto de litigio se advierte 
fehacientemente del documento adjunto como anexo tres, 
siendo este el comprobante expedido por la empresa de 
paquetería denominada ******* ******* ******** ******** * 
********* S.N.C. DE C.V. con número de guía 
************* el cual incluso puede ser obtenido y constatado 
por cualquier persona en el portal de dicha moral con el número 
de referencia apenas señalado, comprobando la veracidad del 
mismo.

[…]

Como se advierte en el comprobante expedido por la empresa 
de paquetería denominada  ******* ******* ******** 
******** * ********, S.N.C. DE C.V. con número de guía 
************ y que se exhibe como anexo tres, su Señoría 
podrá advertir que se señala que la tarjeta de crédito fue 
enviada el día cuatro de diciembre de dos mil veinticuatro y 
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entregada el día cinco de diciembre de dos mil veinticuatro.

[…]

El comprobante expedido por la empresa de paquetería 
denominada  ******* ******* ******** ******** * 
********* S.N.C. DE C.V. con número de guía ************ 
y que se exhibe como anexo tres y con las capturas de pantalla 
debidamente certificadas y adjuntas al presente como anexo 
cuatro (específicamente en la página 2) se señala que la tarjeta 
de crédito materia de controversia fue entregada en el domicilio 
identificado como “*** ******* ***, ******* ** ********, *** 
*******. **** *** *****”

[…]

Atendiendo a este tópico, se manifiesta que mi poderdante no 
cuenta con dicha información, pues dicha información se 
encuentra a cargo de la empresa de paquetería denominada 
******* ******* ******** ******** * ********* S.N.C. DE 
C.V.”

De lo anterior se advierte, por una parte que la 

demandada informó que fue la parte actora quien solicitó la 

tarjeta de crédito de que se trata fue la actora,  ****** 

****** ******* ********** quien presentó su credencial 

para votar, comprobante de domicilio, allegó un video en el 

que se advierte la fotografía de la actora junto con su 

credencial de elector, se registró su número telefónico y 

registro federal de contribuyentes, así como su ubicación.

Asimismo, se advierte que la tarjeta se entregó 

materialmente el cinco de diciembre de dos mil veinticuatro 

en el domicilio ubicado en “*** ******* **** *******   ** 

********* *** ******** **** *** ***** ”, el cual coincide con 

el recibo de la Comisión Federal de Electricidad por el 

periodo facturado de "23 JUL24-23 SEP 24", a nombre de 

"**** ******* ******** "; ubicación que, además, guarda 

plena correspondencia con los registros históricos 

reportados en su historial crediticio del Buró de Crédito, que 

allegó la propia actora.

Cabe precisar que la actora allegó al presente juicio, 
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diversos recibos expedidos por el “SIAPA”, “TELMEX” y 

“CFE”, que corresponden a los periodos del “12/02/2025 al 

07/03/2025”; “Mes de Facturación ABRIL 2025” y “12-DIC 

24- 11 FEB 25”, respectivamente; en los que aparece un 

domicilio diverso, sin embargo, dichos documentos no 

tienen el alcance de probar que el domicilio en el que se 

entregó la tarjeta no tiene vinculación con la actora, pues 

existe la posibilidad de que cuente con múltiples domicilios, 

o que tuviera un domicilio distinto en una temporalidad 

posterior, por lo que no destruyen la validez y eficacia de la 

entrega material de la tarjeta efectuada el cinco de 

diciembre de dos mil veinticuatro, la cual se consumó de 

manera exitosa en el lugar contractualmente señalado y 

vigente para la emisora en esa data.

Aunado a lo anterior, es menester puntualizar que al 

contestar la demanda reconvencional la defensa toral de la 
demandada reconvencional fue negar categóricamente 
haber solicitado la tarjeta de crédito, argumentando la 

suplantación de identidad y la ausencia total de su 

consentimiento, y se limitó a manifestar que la demandada 

debería probar que efectivamente le entregó la tarjeta de 

crédito, sin controvertir de manera expresa que el domicilio 

en el que se entregó la tarjeta no fuera el suyo, pues se 

limitó a manifestar: "Reitero que nunca solicité la tarjeta de 

crédito... ignoro quien la haya recibido, y en su momento, la 

actora en la reconvención deberá demostrar que 

efectivamente esa tarjeta de crédito se me entregó...".

En ese tenor, el medio de convicción en trato, no 

tienen el alcance que pretendía la oferente, a saber, 

acreditar que no recibió las tarjetas de crédito.

 De lo anterior se colige que los medios de convicción 
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que ofreció la demandada reconvencional resultan 

ineficaces para desvirtuar el incumplimiento que se le 

atribuye.

Por tanto, como se anticipó, se acreditó el tercer 
elemento de la acción reconvencional.

En ese tenor, se tiene por acreditada la acción 

reconvencional.

Por tanto, se condena a la demandada 

reconvencional ****** ****** ******* ********** a pagar 

a la actora reconvencional  ******** ******* ******* 
*******), Sociedad Anónima de Capital Variable, la 
cantidad de $********** (*********** ******* * ***** *** 
********** ******** * ****** pesos, noventa y cinco 
centavos, moneda nacional), que se integra por 
$********** (********** ******* * **** *** ********** 
*********** pesos, veintiocho centavos, moneda 
nacional), por concepto de “suerte principal” y 
$********* (******* * ** *** ********** pesos, ******* * 
***** centavos moneda nacional), por concepto de 
intereses.

Cabe precisar que el interés cobrado por la actora 
reconvencional no es notoriamente excesivo y usurario, lo 

que se determina en atención a lo siguiente.

El artículo 21, punto 3, de la Convención Americana 

Sobre Derechos Humanos dispone lo siguiente:

“Artículo 21. Derecho a la Propiedad Privada. (…)

3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del 
hombre por el hombre, deben ser prohibidas por la ley”.

De la normativa internacional transcrita, se observa 

que se prevé la usura como una forma de explotación del 
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hombre por el hombre, como fenómeno contrario al derecho 

humano de propiedad.

Al respecto, la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 

350/2013, sustentada entre el Sexto y Séptimo Tribunal 

Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, y el Primer 

Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, consideró que la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

establece que la usura ocurre cuando una persona obtiene 

en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad 

de otra, un interés excesivo.

Además, determinó que la permisión de acordar 

intereses por las partes en un pagaré, conforme al artículo 

174 de la Ley de Títulos y Operaciones de Crédito 

(interpretado conforme a la Constitución política de los 

Estados Unidos Mexicanos), tiene como limitante que una 

parte no obtenga en provecho propio y de modo abusivo 

sobre la propiedad de otro, un interés excesivo derivado de 

un préstamo.

Aunado a ello, en dicha resolución también se 

consideró que, cuando el juzgador observe que la tasa de 

interés estipulada en un pagaré, en términos del artículo 174 

de la Ley de Títulos y Operaciones de Crédito, es 

notoriamente usuraria, de oficio puede reducirla de forma 

prudente.

De igual forma, en la contradicción de tesis referida, 

se determinó que, para el caso de que acorde con las 

condiciones particulares del asunto, el operador jurídico 

aprecie de las constancias que obran en autos, elementos 

suficientes para generar convicción judicial de que el interés 

pactado por las partes en el pagaré fuere notoriamente 
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excesivo y usurario, de oficio deberá analizar si en ese 

preciso asunto se verifica el fenómeno usurario, pues de ser 

así, la condena respectiva no podría hacerse sobre el 

interés pactado sino sólo en cuanto la tasa de interés 

reducida no resulte notoriamente excesiva, mediante la 

apreciación razonada, fundada y motivada del juzgador y 

con base en las circunstancias particulares del caso y en las 

constancias de actuaciones que válidamente tenga a la vista 

al momento de resolver.

Lo anterior, al considerar que la ley debe prohibir la 
usura como forma de explotación del hombre por el 
hombre, toda vez que, tal protección, se encuentra inmersa 

en la gama de derechos humanos respecto de los cuales el 

artículo 1º Constitucional ordena que todas las autoridades, 

en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 

promover, respetar, proteger y garantizarlos, asimismo; que 

el artículo 21, apartado 3, de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos prevé la usura como una forma 

de explotación del hombre por el hombre, fenómeno 

contrario al derecho humano de propiedad, lo que estima 
ocurre cuando una persona obtiene en provecho propio 
y de modo abusivo sobre la propiedad de otra, un 
interés excesivo derivado de un préstamo, por lo que 
dispone que la ley debe prohibir la usura.

Tal consideración, llevó al Alto Tribunal a estimar que 

la permisión de acordar intereses tiene como límite que 
una parte no obtenga en provecho propio y de modo 
abusivo sobre la propiedad de la otra, un interés 
excesivo derivado de un préstamo.

Lo expuesto, se desprende de las tesis 

jurisprudenciales 46/2014 y 47/2014, sustentadas por la 
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Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

visibles en las páginas cuatrocientos y cuatrocientos dos, 

respectivamente, del “Libro 7, Junio de 2014, Tomo I”, de la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 

Época, de rubros: “PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, 

PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE 

TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, PERMITE A 

LAS PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN DE INTERESES 

CON LA LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS NO SEAN 

USURARIOS. INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA 

CONSTITUCIÓN [ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 

1ª./J. 132/2012 (10ª) Y DE LA TESIS AISLADA 

1ª.CCLXIV/2012 (10ª)]” y “PAGARÉ. SI EL JUZGADOR 

ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES PACTADA 

CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, 

DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE 

CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE 

OFICIO, REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE”.

En el caso, de los estados de cuenta allegados por la 

actora reconvencional se advierte que los intereses 

moratorios se generaron con las tasas anuales del 56.40%, 

55.90%, 55.75%; interés que no se considera notoriamente 

usurario o abusivo dados los motivos que se expondrán a 

continuación:

Al efecto, corresponde emplear como parámetros de 

referencia las tasas de interés fijadas por las instituciones 

bancarias que regula el Banco de México, en términos de lo 

determinado por el máximo tribunal del país, al resolver la 

contradicción de tesis 350/2013, previamente aludida, en la 

que aseveró que las tasas de interés de las instituciones 

bancarias para “operaciones similares a las que se analicen 

en cada caso” son un “buen referente”, como parámetro 
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para examinar la posible usura de una tasa de interés 

aunque, desde luego, tal como se ha precisado, no pueden 

constituir el único factor a valorar, pues existen otros 

elementos que deben tomarse en cuenta por la autoridad 

responsable.

Por lo anterior, se estima que para llevar a cabo el 

análisis de la usura y, en su caso, la reducción respectiva 

de los intereses moratorios del documento fundatorio, en el 

caso concreto, debe acudirse al costo anual total 

implementado por las instituciones financieras para las 

tarjetas de crédito que regía en la fecha más próxima a la 
emisión de los estados de cuenta, que es una de las 

formas de intermediación del crédito regulada por la ley8, 

pues atento a las características de las operaciones 

económicas relativas de esos instrumentos, es la que 

mayor semejanza guarda respecto de la tarjeta de crédito 

emitida por la actora reconvencional.

Además, dichos instrumentos también se encuentran 

vinculados en el orden jurídico, pues la Circular 34/2010, 

dirigida a las instituciones de banca múltiple, sociedades 

financieras de objeto limitado y sociedades financieras de 

objeto múltiple reguladas relativa a las Reglas de Tarjetas 

de Crédito, emitida por el Banco de México, publicada en el 

Diario Oficial de la Federación el doce de noviembre de dos 

mil diez, en su punto 2.6, dispone en lo que interesa lo 

siguiente: 

“2.6 La Emisora podrá efectuar cargos en la Cuenta por el 
importe de los pagos de bienes, servicios, contribuciones, 
Cargos Recurrentes y disposiciones de efectivo, conforme a 
lo siguiente:

8“Artículo 302. En virtud del contrato de cuenta corriente, los créditos derivados de las remesas 
recíprocas de las partes, se anotan como partidas de abono o de cargo en una cuenta, y solo el saldo 
que resulte a la clausura de la cuenta constituye un crédito exigible y disponible”
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a) Por operaciones en las que el Tarjetahabiente 
presente la Tarjeta de Crédito en el Establecimiento y 
autorice las transacciones a través de:

i.La suscripción de pagarés u otros documentos;
ii.Documentos autorizados mediante el uso de dispositivos 

ópticos que produzcan la imagen digitalizada de la firma, o
iii.Documentos que sean aceptados por la Emisora, autorizados 

a través de medios electrónicos mediante el número de 
identificación personal (NIP) del Tarjetahabiente.”

De lo anterior se sigue que, toda transacción 

efectuada mediante tarjeta de crédito se documenta con un 

pagaré, ya sea firmado de manera autógrafa, dispositivos 

ópticos que produzcan la imagen digitalizada de la firma o 

electrónicamente con el número de identificación personal.

Asimismo, cabe destacar que tanto las tarjetas de 

crédito emitidas por la actora reconvencional, como las 

tarjetas de crédito emitidas por las instituciones de crédito 

comparten una característica esencial, a saber, ambos 

están vinculados a una operación crediticia de carácter 

personal, relativa al préstamo de una suma de dinero, la 

cual no es asegurada mediante la constitución de garantía 

prendaria o hipotecaria, lo que permite considerar que el 

riesgo asumido por la actora reconvencional se equipara al 

que soporta una institución bancaria al expedir una tarjeta 

de crédito; siendo ese factor, precisamente, lo que lleva a 

concluir que la fijación de intereses en ambos instrumentos 

se hace en atención a parámetros análogos, pues tales 

intereses tienen por objeto, entre otros, incentivar al 

otorgante del crédito por el riesgo que asume, mediante la 

obtención de una ganancia lícita.

Luego, se justifica la idoneidad de acudir al costo 

anual total más alto aplicado para las tarjetas de crédito, 

correspondiente a la fecha más próxima a la suscripción del 

título de crédito, en virtud de que éste es el que genera 
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mayor convicción en el juzgador sobre si la tasa de interés 

pactada es excesiva, pues es un porcentaje anual que mide 

el costo integral de un financiamiento, que permite efectuar 

comparaciones entre las diferentes ofertas de crédito, al 

incorporar todos los costos y gastos inherentes del crédito, 

como son la tasa de interés, las comisiones, primas de 

seguros que el cliente deba pagar de conformidad a su 

contrato de crédito, excepto el IVA aplicable, además de 

otros elementos como la garantía exigida y la periodicidad o 

frecuencia de pago. 

Aunado a que, se trata de un indicador que lleva a 

una sobrevaluación del costo del dinero, es decir, refiere al 

costo del dinero tolerado en el mercado del crédito; 

también, permite una comparación acorde a diferentes tipos 

de crédito y los segmentos de éstos, como ocurre en el 

caso de las tarjetas de crédito, a saber:

• Tarjetas de crédito Clásicas con límite de 

crédito menor o igual a 4,500 pesos.

• Tarjetas Clásicas con límite de crédito de 

4,501 a 8,000 pesos.

• Tarjetas Clásicas con límite de crédito de 

8,001 a 15,000 pesos.

• Tarjetas Clásicas con límite de crédito de 

más de 15,000 pesos.

• Tarjetas Oro.

• Tarjetas Platino

Sustenta lo anterior, la jurisprudencia 1a./J. 57/2016 

(10a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, libro 36, noviembre de 2016, 

tomo II, página 882, Décima Época, materia: constitucional, 
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con registro digital: 2013075, cuyo rubro y texto dice:

“USURA. EN LA EVALUACIÓN DE LO NOTORIAMENTE 
EXCESIVO DE LOS INTERESES ESTIPULADOS, EL COSTO 
ANUAL TOTAL (CAT) QUE REPORTE EL VALOR MÁS 
ALTO RESPECTO A OPERACIONES SIMILARES, ES UN 
REFERENTE FINANCIERO ADECUADO PARA SU 
ANÁLISIS, CUANDO EL DOCUMENTO BASE DE LA 
ACCIÓN ES UN TÍTULO DE CRÉDITO. Sin desconocer que la 
elección del referente bancario a cargo del órgano 
jurisdiccional es una cuestión cuya idoneidad dependerá de su 
adecuación o no a la similitud del caso, tratándose de asuntos 
en los que el documento base de la acción es un título de 
crédito, genera certidumbre emplear como referente el Costo 
Anual Total (CAT), que reporte el valor más alto para 
operaciones similares y corresponda a la fecha más próxima a 
la suscripción del título de crédito respectivo, por tratarse de un 
referente financiero de naturaleza activa que informa cuál es el 
costo de un crédito para los clientes o usuarios del crédito. 
Este referente, al ser un porcentaje anual que mide el costo de 
un financiamiento, permite efectuar comparaciones entre las 
diferentes ofertas de crédito al incorporar todos los costos y 
gastos inherentes del crédito, como son la tasa de interés, las 
comisiones, primas de seguros que el cliente deba pagar de 
conformidad con su contrato de crédito, excepto el impuesto al 
valor agregado aplicable, además de otros elementos como la 
garantía exigida y la periodicidad o frecuencia de pago. Entre 
otras ventajas, al tratarse de un indicador que incorpora varios 
elementos, lleva a una sobrevaluación del costo del dinero, de 
manera que su uso como referente es útil para advertir 
indiciariamente una tasa de interés usuraria, en tanto refiere al 
costo del dinero tolerado en el mercado del crédito. También, 
permite una comparación acorde a diferentes tipos de crédito, 
de manera que el juzgador puede tomar el CAT de un crédito 
hipotecario para créditos con garantías de este tipo o el CAT 
de una tarjeta de crédito para créditos quirografarios, etcétera; 
respecto de la cual el juzgador tiene un amplio margen de 
aplicación, pues a partir del análisis del resto de los parámetros 
está en aptitud de aplicar su potestad jurisdiccional y aplicar el 
porcentaje que corresponda según el tipo de crédito, su monto, 
el mercado al que se dirige y otras circunstancias útiles para su 
resolución. Al margen de lo anterior, si el juzgador considera 
que es el caso de aplicar una tasa diferente del CAT, debe 
justificar adecuadamente su decisión.”

Ahora bien, en el caso se consideran un referente 

adecuado las tarjetas de crédito, en virtud de que dichos 

instrumentos también se encuentran vinculados en el orden 

jurídico, pues la Circular 34/2010, dirigida a las instituciones 

de banca múltiple, sociedades financieras de objeto limitado 

y sociedades financieras de objeto múltiple reguladas 

relativa a las Reglas de Tarjetas de Crédito, emitida por el 
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Banco de México, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el doce de noviembre de dos mil diez, en su 

punto 2.6, dispone en lo que interesa lo siguiente:

“2.6 La Emisora podrá efectuar cargos en la Cuenta por el 
importe de los pagos de bienes, servicios, contribuciones, 
Cargos Recurrentes y disposiciones de efectivo, conforme a lo 
siguiente:

a) Por operaciones en las que el Tarjetahabiente presente la 
Tarjeta de Crédito en el Establecimiento y autorice las 
transacciones a través de:

i. La suscripción de pagarés u otros documentos;

ii. Documentos autorizados mediante el uso de dispositivos 
ópticos que produzcan la imagen digitalizada de la firma, o

iii. Documentos que sean aceptados por la Emisora, 
autorizados a través de medios electrónicos mediante el 
número de identificación personal (NIP) del Tarjetahabiente.”

El Banco de México publica seis tipos diversos, a 

saber, tarjeta clásica con límite de crédito menor a 

$4,500.00; tarjeta clásico con límite de crédito de $4,501.00 

a $8,000.00, tarjeta clásico con límite de crédito de 

$8,001.00 a $15,000.00, tarjeta clásica de más de 

$15,000.00, tarjeta oro y tarjeta platino, existiendo una gran 

diferencia entre ellos9.

En ese tenor, atendiendo a que la cuantía del negocio 

en el presente caso se estima que resulta equiparable la 

tarjeta platino.

Así, en la página de internet del Banco de México, en 

la que aparece la información comparativa de los Costos de 

tarjetas de crédito, se advierte que los datos más cercanos 

a la fecha de emisión de los estados de cuenta (mayo –

agosto 2025), se obtienen los siguientes datos:

9 https://www.banxico.org.mx/tarjetascat/
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Posició

n

Nombre de la 

tarjeta
Informes

Anualidad / 

Comisión 

por 

administraci

ón ($)

CAT 

publicidad 

(%)

1
Despegar INVEX 

Platinum
www.invextarjetas.com.mx 3,817 31.5

2 Volaris INVEX 2.0 www.invextarjetas.com.mx 4,621 32.8

3
Inbursa Black 

American Express
https://bit.ly/TDCinbursa 2,500 33.2

4 Volaris INVEX www.invextarjetas.com.mx 3,107 33.8

5 Infinite BBVA www.bbva.mx/infinite.html 6,247 34.4

6 Banamex Beyond www.banamex.com/beyond 20,000 35.5

7
Platinum 

(Banregio)

www.banregio.com/tdcplatinu

m.php
0 36.0

8
Santander World 

Elite

www.santander.com.mx/person

as
6,000 36.2

9
Conquista 

Banamex
www.banamex.com/prestige 6,800 37.9

10 Platinum Banamex www.banamex.com/platinum 2,725 41.5

11

Visa Platinum 

Internacional 

(Bajío)

www.tarjetasbanbajio.com.mx 2,250 42.5

12
HSBC Premier 

World Elite
www.hsbc.com.mx/worldelite 6,770 43.1

13 Mifel Platino www.mifel.com.mx/personas 2,499 44.3

14
Scotiabank Visa 

Signature
https://bit.ly/SignatureTDC 6,414 44.7

15 Inbursa Platinum https://bit.ly/TDCinbursa 1,320 45.5

16 Platinum BBVA www.bbva.mx/platinum.html 2,579 51.1

17
Scotia Travel World 

Elite

www.scotiabank.com.mx/world

elite
6,308 57.2

18
United Universe 

(Banorte)

www.banorte.com/united-

universe
5,400 58.2

19
HSBC Advance 

Platinum
www.hsbc.com.mx/tdcadvance 2,968 63.2

20 Afirme Platinum
www.afirme.com/Personas/TDC

.html
2,500 63.3

21
Scotia Travel 

Platinum

www.scotiabank.com.mx/platin

um
2,776 65.0

22 Santander www.santander.com.mx/person 6,000 65.0
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Aeroméxico 

Infinite

as

23
Marriott Bonvoy 

Inspire (Banorte)

www.banorte.com/marriottinsp

ire
3,100 80.3

24 United (Banorte) www.banorte.com/united 3,100 82.2

25

Santander 

Aeroméxico 

Platinum

www.santander.com.mx/person

as
4,000 82.3

26
Fiesta Rewards 

Platino (Santander)

www.santander.com.mx/person

as
2,199 83.6

27 HSBC Viva Plus www.hsbc.com.mx/viva 3,124 84.8

28
Santander 

Platinum

www.santander.com.mx/person

as
2,500 84.8

 Información que constituye un hecho notorio, en 

términos de lo dispuesto en el artículo 88 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria 

al Código de Comercio, ya que proviene de un organismo 

público que, en su calidad de Banco Central, tiene por 

objeto regular los indicadores básicos de productos 

financieros como el que nos ocupa.

Son aplicables al caso, la jurisprudencia emitida por el 

Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, 

publicada en la página 2470, del tomo XXIX, enero de 2009, 

novena época, del Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, la cual es del tenor literal siguiente:

“HECHO NOTORIO. LO CONSTITUYEN LOS DATOS QUE 
APARECEN EN LAS PÁGINAS ELECTRÓNICAS OFICIALES 
QUE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO UTILIZAN PARA 
PONER A DISPOSICIÓN DEL PÚBLICO, ENTRE OTROS 
SERVICIOS, LA DESCRIPCIÓN DE SUS PLAZAS, EL 
DIRECTORIO DE SUS EMPLEADOS O EL ESTADO QUE 
GUARDAN SUS EXPEDIENTES Y, POR ELLO, ES VÁLIDO 
QUE SE INVOQUEN DE OFICIO PARA RESOLVER UN 
ASUNTO EN PARTICULAR. Los datos que aparecen en las 
páginas electrónicas oficiales que los órganos de gobierno 
utilizan para poner a disposición del público, entre otros 
servicios, la descripción de sus plazas, el directorio de sus 
empleados o el estado que guardan sus expedientes, 
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constituyen un hecho notorio que puede invocarse por los 
tribunales, en términos del artículo 88 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de 
Amparo; porque la información generada o comunicada por esa 
vía forma parte del sistema mundial de diseminación y 
obtención de datos denominada "internet", del cual puede 
obtenerse, por ejemplo, el nombre de un servidor público, el 
organigrama de una institución, así como el sentido de sus 
resoluciones; de ahí que sea válido que los órganos 
jurisdiccionales invoquen de oficio lo publicado en ese medio 
para resolver un asunto en particular”.

Así pues, del contenido de los indicadores en consulta 

se desprende que, de conformidad con la información 

publicada por el Banco de México en el mes de junio de dos 

mil veinticinco, el Costo Porcentual Promedio (CAT) más 

alto fue el cobrado en la tarjeta “Santander Platinum” y 

asciende al 84.8% anual.

En tales circunstancias, tomando en consideración los 

indicadores antes vertidos, las tasas anuales del 56.40%, 

55.90%, 55.75%, cobradas por la actora reconvencional, se 

concluye que no son usurarias, pues se encuentran en la 

media cobradas por las instituciones de crédito, por lo que 

dicho proceder no es contrario a lo establecido en los 

criterios jurisprudenciales invocados con antelación.

Por lo anterior, se califica de infundada la 
excepción de la falta de acción y derecho (sine actione 
agis) opuesta por la demandada reconvencional ****** 
****** ******* *********, consistente medularmente en la 

aseveración de que nunca solicitó a la actora en la 

reconvención ninguna tarjeta de crédito, por lo que no 

adeuda ninguna cantidad de dinero y, al desconocer la 

suerte principal, los accesorios deben correr la misma 

suerte.

Lo anterior es así, toda vez que dicha defensa se hace 

depender íntegra y exclusivamente de la misma premisa 
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fáctica en la que sustentó su acción principal, esto es, la 

supuesta suplantación de identidad y falta de 

consentimiento. Sin embargo, como quedó exhaustivamente 

analizado y resuelto en el considerando QUINTO de esta 

sentencia, con la valoración adminiculada de la prueba 

electrónica (plataforma FAD), la confesión de la propia 

actora y las pruebas periciales en informática y fisonomía, 

se demostró fehacientemente que  ****** ****** ******* 

********* sí emitió su consentimiento y celebró el contrato 

de apertura de crédito base de la acción reconvencional.

En ese sentido, al haber quedado destruida la premisa 

fundamental de su defensa (la supuesta inexistencia del 

contrato), su excepción carece de sustento jurídico.

Aunado a lo anterior, debe recordarse que la 

jurisprudencia ha establecido que la defensa de 'falta de 

acción' (sine actione agis) no constituye propiamente una 

excepción que tienda a destruir la acción, sino la simple 

negación del derecho ejercido, cuyo único efecto jurídico es 

arrojar la carga de la prueba a la actora reconvencional. En 

la especie, dicha carga procesal fue satisfecha a cabalidad 

por ******** ******* *******  (******), S.A. de C.V., al 

haber acreditado los elementos constitutivos de su 

pretensión (la existencia del vínculo, el saldo deudor líquido 

y su exigibilidad), sin que la deudora hubiera manifestado, 

mucho menos probado que los cargos que integran el saldo 

deudor no son correctos, así como tampoco probó que 

cumplió con sus obligaciones.

Por consiguiente, la excepción opuesta por la 

demandada reconvencional resulta jurídicamente ineficaces 

para desvirtuar la procedencia de la acción de pago 

instaurada en su contra.

C
L

A
U

D
IA

 D
E

 A
N

D
A

 G
A

R
C

IA
706a6620636a6633000000000000000000016632
06/05/29 10:57:54

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio Oral Mercantil 398/2025-III
Sentencia definitiva

78

SÉPTIMO. Gastos y costas.

De conformidad con lo establecido en el artículo 1084 

del Código de Comercio, en los juicios orales mercantiles, la 

condena en costas procede cuando se actualice alguna de 

las siguientes hipótesis: 

a) Cuando lo prevenga la ley; y,

b) Cuando a juicio de la persona juzgadora, se haya 

procedido con temeridad o mala fe.

Por lo que ve al primer supuesto, no ha lugar a 

condenar a las partes a pagar costas en esta instancia, ya 

que no se actualiza alguno de los supuestos previstos en 

las fracciones I a V del artículo 1084 del Código de 

Comercio, lo anterior es así, pues ambas partes ofrecieron 

pruebas, no presentaron instrumentos, documentos o 

testigos falsos, no se trata de un juicio mercantil ejecutivo, 

tampoco se trata de una sentencia de segunda instancia, y, 

de igual forma, no se intentaron acciones, ni se hicieron 

valer excepciones improcedentes.

Ahora bien, respecto del concepto temeridad y mala 

fe, la entonces Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, en la jurisprudencia 286, registro 1012885, 

visible en la página 287, del Tomo V, del Apéndice al 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 1917-

2011, estableció lo siguiente:

“COSTAS. APRECIACIÓN DE LA TEMERIDAD O MALA FE.- 
La facultad concedida al juzgador por la ley, para condenar al 
pago de las costas, cuando a su juicio se haya procedido con 
temeridad o mala fe, no es absoluta, sino que debe ejercitarse 
de manera prudente, tomando en cuenta los datos que arrojen 
las constancias de autos, para apreciar la conducta y lealtad 
procesal y percatarse de si el litigante ha hecho promociones 
inconducentes, si ha incurrido en faltas de veracidad o en otros 
actos semejantes encaminados a entorpecer o dilatar el 
procedimiento, contrarios a la buena fe. Todo esto debe 
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razonarse en la sentencia que imponga la condena en costas 
por temeridad”.

De la jurisprudencia transcrita se evidencia que la 

facultad concedida a la persona juzgadora por la ley, para 

condenar al pago de las costas, cuando a su juicio se haya 

procedido con temeridad o mala fe, no es absoluta, sino que 

debe ejercitarse de manera prudente, tomando en cuenta 

los datos que arrojen las constancias de autos para apreciar 

la conducta y la lealtad procesal y percatarse de si el 

litigante ha hecho promociones inconducentes, si ha 

incurrido en faltas de veracidad o en otros actos semejantes 

encaminados a entorpecer o dilatar el procedimiento 

contrarios a la buena fe, y esto debe razonarse en la 

sentencia que imponga la condena en costas por temeridad, 

es decir, no es el mero hecho de promoverse un juicio, 

hacerse promociones, ofrecerse pruebas o interponer 

recursos lo que determina la temeridad o mala fe, sino que 

debe examinarse si ese juicio se promovió por quien 

sostiene una pretensión injusta a sabiendas de que lo es, si 

las promociones, pruebas o recursos intentados son 

inconducentes o en éstos se ha faltado a la verdad, con el 

deliberado propósito de entorpecer o dilatar el 

procedimiento; por ende, no debe examinarse el hecho en 

sí, sino la intención del litigante, para determinar si obró con 

el propósito de entorpecer la pronta y expedita 

administración de la justicia.

Asimismo, la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 

69/97, estableció en lo que aquí importa, lo siguiente:

“…Podemos entender que existe mala fe (concepto que resulta 
más sencillo de explicar porque innumerables normas lo 
contienen), cuando en el ánimo de quien realiza un acto jurídico 
existe la idea de obtener una ventaja en perjuicio de alguien; en 
cambio, por temeridad debemos entender, la actitud atrevida de 
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quien, sin justa causa, se lanza a promover un juicio.--- Este 
Máximo Tribunal del país ya ha emitido diversos criterios que 
para una mejor comprensión del término enseguida se 
transcribirán:--- "COSTAS, CUÁNDO DEBE CONDENARSE 
POR TEMERIDAD AL PAGO DE.- El artículo 1084 del Código 
de Comercio, en su primera parte, establece que la condenación 
en costas se hará cuando a juicio del Juez se haya procedido 
con temeridad o mala fe; pero esta facultad no debe ser 
absoluta, porque se convertiría en arbitraria, por lo que el 
juzgador debe tomar en cuenta también los datos que arrojan las 
constancias de autos, para percatarse de si el litigante ha 
realizado actos que revelen su temeridad o mala fe, ya por haber 
hecho promociones inconducentes, por falta de veracidad en las 
mismas o por otras encaminadas a entorpecer o dilatar el 
proceso.". Puede consultarse a foja 24, de la Sexta Época del 
Semanario Judicial de la Federación, Volumen LXXVI, Cuarta 
Parte, Tercera Sala.--- "COSTAS, TEMERIDAD PARA LA 
CONDENA AL PAGO DE LAS.- Por litigante temerario, para los 
efectos de la condena al pago de las costas, ha de entenderse a 
quien sostiene una pretensión injusta sabiendo que lo es, o que 
hubiera podido saberlo, si hubiese investigado con más 
diligencia los fundamentos de tal pretensión.". Visible a foja 28 
del Volumen CV, Cuarta Parte de la Sexta Época, Semanario 
Judicial de la Federación.--- "COSTAS. TEMERIDAD O MALA 
FE. QUÉ DEBE ENTENDERSE POR ELLAS.- Esta Tercera Sala 
ha sustentado tesis jurisprudencial número 133, visible a foja 
409 de la última compilación, en el sentido de que la facultad 
concedida al juzgador por la ley, para condenar al pago de las 
costas, cuando a su juicio se haya procedido con temeridad o 
mala fe, no es absoluta, sino que debe ejercitarse de manera 
prudente, tomando en cuenta los datos que arrojen las 
constancias de autos para apreciar la conducta y la lealtad 
procesal y percatarse de si el litigante ha hecho promociones 
inconducentes, si ha incurrido en faltas de veracidad o en otros 
actos semejantes encaminados a entorpecer o dilatar el 
procedimiento contrarios a la buena fe, y esto debe razonarse en 
la sentencia que imponga la condena en costas por temeridad, 
es decir, no es el mero hecho de promoverse un juicio, hacerse 
promociones, ofrecerse pruebas o interponer recursos lo que 
determina la temeridad o mala fe, sino que debe examinarse si 
ese juicio se promovió por quien sostiene una pretensión 
injusta a sabiendas de que lo es, si las promociones, 
pruebas o recursos intentados son inconducentes o en 
éstos se ha faltado a la verdad, con el deliberado propósito 
de entorpecer o dilatar el procedimiento; esto es, no debe 
examinarse el hecho en sí, sino la intención del litigante, para 
determinar si obró con el propósito de entorpecer la pronta y 
expedita administración de la justicia.". Puede verse a foja 
cuarenta de los Volúmenes 109-114, Cuarta Parte, Tercera Sala, 
de la Séptima Época del Semanario Judicial de la Federación.--- 
De lo anterior se colige que temeraria es una persona que actúa 
con un atrevimiento imprudente, una persona que se arriesga a 
realizar algo cuando no cuenta con suficiente respaldo para 
hacerlo.--- El maestro Pallares opina que hay temeridad 
cuando el litigante sepa o deba saber que no le asiste la 
justicia y, no obstante ello, inicia el juicio o se opone a una 
justa demanda”.
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De lo anteriormente reproducido, se advierte que la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

al resolver la mencionada contradicción de tesis, estableció 

que la temeridad se debe entender, como aquella actitud 
de quien, sin justa causa, promueve un juicio 
peticionando prestaciones que sabe que no le 
corresponden; y que existe mala fe, cuando se instan 
promociones, pruebas o recursos inconducentes, o en 
los mismos se falta a la verdad, con el deliberado 
propósito de entorpecer o dilatar el procedimiento.

En el presente caso, como se hizo constar al analizar 

el fondo del asunto, específicamente al valorar las pruebas 

confesional, a cargo de la actora en lo principal, 

adminiculada con la videograbación de la referida actora al 

momento en que suscribió la solicitud de crédito y con a 

prueba pericial en materia de informática, se acreditó 

plenamente que la actora sí otorgó su consentimiento 
para la contratación de la tarjeta "*** ******** ****** **** 

******** ******* ", con número de cuenta  ************

****** que por motivo de reemplazo de plástico cambió al 

número de tarjeta  *****************, a través de la 

plataforma de Firma Autógrafa Digital (FAD), considerando, 

que la actora aceptó ser la persona que aparece en el video, 

así como que la credencial que mostró en el video era la de 

ella.

Luego, como se precisó, la accionante en lo principal 

acudió al juicio, pretendiendo la nulidad absoluta del 

contrato de crédito vinculado a la tarjeta de crédito número 

***************, en la cual aparece como contratante y 

titular la actora  ****** ****** ******* *********, ante la 

institución financiera demandada, y, en caso de resultar 

procedente declarar la nulidad, condenar a la demandada 
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******** ******* ******* (******), Sociedad Anónima 
de Capital Variable, a la cancelación de dicho contrato y del 

saldo deudor del mismo, así como de los accesorios, al ser 

una consecuencia legal de la nulidad. Lo anterior, bajo la 

premisa de no haber contratado la tarjeta de crédito cuya 

nulidad demanda; pese a tener pleno conocimiento de la 

existencia de la relación contractual, la actora accionó el 

aparato jurisdiccional negando un hecho propio y consumado, 

formulando una narrativa inverosímil ("no saber de qué forma 

llegó ese video a sus manos"). Con este actuar falto de 

probidad, obligó a la demandada no sólo a comparecer a 

juicio, sino a desplegar un complejo y costoso andamiaje 

probatorio técnico (peritajes informáticos y fisonómicos) para 

demostrar una verdad que la actora conocía desde el 

principio.

De lo expuesto, se colige, con meridiana claridad, que 

en el presente procedimiento, la enjuiciante en lo principal 

no se condujo con verdad, pues acudió al juicuio bajo una 

premisa de negación de un acto, como es la contratación de 

la tarjeta de crédito de que se trata; pero, en la secuela de 

juicio, se demostró que sí fue ella quien la contrató.

En consecuencia, al quedar evidenciado el ánimo de 

litigar sin justa causa, se demuestra plenamente el elemento 

subjetivo de la temeridad y mala fe.

Es aplicable, en lo conducente, la jurisprudencia, 

Registro digital: 177044, Instancia: Tribunales Colegiados 

de Circuito, Novena Época, Materias(s): Civil, Tesis: 

I.11o.C. J/4, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta. Tomo XXII, Octubre de 2005, página 2130, que 

establece:

“COSTAS. CONCEPTO DE TEMERIDAD O MALA FE PARA 
DECRETAR SU CONDENA. De conformidad con lo 
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establecido en el artículo 1084 del Código de Comercio la 
condena en costas en los juicios mercantiles procede en dos 
supuestos: el primero, es cuando así lo prevenga la ley, y el 
segundo, deriva de la facultad discrecional del juzgador cuando 
advierta que uno de los litigantes haya actuado con temeridad 
o mala fe. El primer supuesto prevé la condena forzosa y se 
rige por las cuatro primeras fracciones y el segundo por el 
ejercicio del arbitrio judicial del juzgador. El numeral en 
comento otorga al juzgador la facultad de determinar la 
temeridad o mala fe examinando los casos en que proceda 
aplicar la sanción por esos conceptos. El arbitrio judicial no 
consiste en la simple y llana voluntad del juzgador, sino en una 
operación de entendimiento que importa el análisis de la 
actuación procesal de los litigantes temerarios, siendo aquellos 
que litigan sin justa causa. La generalidad de los juristas opinan 
que para que a un litigante se le tenga por temerario debe 
proceder con notoria mala fe, malicia notable o litigar sin justa 
causa. La temeridad o mala fe, entonces, puede consistir en 
diversos actos u omisiones del litigante, pues no sólo consiste 
en la falta de prueba de los hechos en que se funda la 
demanda o la contestación, sino en ejercitar acciones a 
sabiendas de ser improcedentes, oponerse a una acción sin 
causa justificada con pleno conocimiento de que son 
injustificadas, en la interposición de recursos o excepciones 
frívolos e improcedentes con el solo propósito de entorpecer el 
curso del procedimiento.”.

En consecuencia, se condena a la actora en lo 

principal y demandada reconvencional  ****** ****** 

******* ********** a pagar a la demandada en lo principal 

y actora reconvencional  ******** ******* ******* 
*******), Sociedad Anónima de Capital Variable, gastos y 
costas.

Las cuales deberán ser reguladas en ejecución de 

sentencia, mediante el incidente de liquidación respectivo.

OCTAVO. Alegatos.

Finalmente, no se hace pronunciamiento expreso 

respecto de los alegatos formulados por las partes, en virtud 

de que en juicio oral mercantil la persona juzgadora, al 

dictar sentencia, no está obligada a tomar en consideración 

los alegatos formulados por las partes.

A efecto de fundar y motivar lo anterior, se invoca la 
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jurisprudencia emitida por el Pleno Regional en Materias 

Administrativa y Civil de la Región Centro-Sur, con 

Residencia en la Ciudad de México, Registro digital: 

2031678, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima Época, 

Materias(s): Civil, Tesis: PR.A.C.CS. J/1 C (12a.), Fuente: 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 5, 

Enero de 2026, Tomo IV, Volumen 1, página 47, que 

establece:

“ALEGATOS EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. LA 
PERSONA JUZGADORA NO ESTÁ OBLIGADA A 
TOMARLOS EN CONSIDERACIÓN AL DICTAR SENTENCIA.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes 
sustentaron criterios contradictorios al analizar si en atención al 
principio de oralidad, al dictar sentencia en un juicio oral 
mercantil deben considerarse los alegatos formulados por las 
partes. Mientras que uno consideró que la falta de su estudio 
no resulta lesivo a la esfera jurídica de quien los formuló, ya 
que no forman parte de la litis; el otro sostuvo que no deben 
soslayarse en la sentencia, en atención a las características del 
proceso oral.

Criterio jurídico: En el juicio oral mercantil la persona juzgadora, 
al dictar sentencia, no está obligada a tomar en consideración 
los alegatos formulados por las partes.

Justificación: Si bien los alegatos constituyen una formalidad 
esencial del procedimiento oral mercantil, también lo es que se 
trata de la exposición verbal que realizan las partes sobre la litis 
planteada en el juicio en la etapa escrita postulatoria, 
adminiculándola con las pruebas ofrecidas, admitidas y 
desahogadas oportunamente en el periodo probatorio, con el 
objeto de obtener sentencia favorable a través de argumentos 
con los que intentan convencer a la persona juzgadora, entre 
otras cosas, sobre el alcance que consideran que debe darse a 
sus pretensiones en relación con las pruebas desahogadas en 
el juicio. Sin embargo, de acuerdo con el artículo 1390 Bis 38 
del Código de Comercio, una vez desahogadas las pruebas 
durante la audiencia de juicio, el Juez concederá a las partes el 
uso de la palabra para formular alegatos, hecho lo cual 
declarará visto el asunto y dictará de inmediato la resolución 
correspondiente.

Así, el hecho de que esa clase de procesos se rijan 
preponderantemente por el principio de oralidad no implica que 
al dictar sentencia la persona juzgadora deba pronunciarse de 
manera expresa respecto de los alegatos formulados por las 
partes ni a basar en ellos su determinación como parte 
integrante de la litis, pues además de que la ley no lo prevé así, 
máxime si se adicionan cuestiones relativas a la fijación de la 
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litis, a lo que verdaderamente está obligado el órgano 
jurisdiccional es a formar sus propias conclusiones con la 
fundamentación y motivación debida, al tenor del litigio 
planteado por las partes y de conformidad con las pruebas 
válidamente admitidas y desahogadas en las etapas legalmente 
establecidas para tales actos.”

Por lo anteriormente expuesto y fundado, y con apoyo 

en lo dispuesto en los artículos 1,321, 1,322, 1,324, 1,325, 

1,327, 1,328, 1,329, 1,390 Bis 38 y 1,390 Bis 39 del Código 

de Comercio, se 

R E S U EL V E:

PRIMERO. Los presupuestos procesales de 

competencia, personalidad, vía, así como, legitimación en la 

causa de las partes quedaron acreditados en términos de lo 

establecido en los considerandos primero, segundo, tercero 

y cuarto de la presente sentencia.

SEGUNDO. La actora en lo principal  ****** ****** 

******* ********** no acreditó los elementos de su acción 

de nulidad absoluta, mientras que las excepciones opuestas 

por la demandada resultaron fundadas.

TERCERO. No procede declarar la nulidad 
absoluta del contrato de crédito denominado "*** ******** 

****** **** ******** ******* " con número de cuenta 

************ *****, contratado el primero de octubre de 

dos mil veinticuatro, que por motivo de reemplazo de 

plástico cambió al número de tarjeta *****************, el 

cual, en el reporte emitido por el Buró de Crédito el 

veintiocho de abril de dos mil veinticinco, presentaba un 

saldo deudor vencido de $********** (********** ******* * 

**  *** ********** ****  pesos, cero centavos, moneda 

nacional).

CUARTO. Se absuelve a la demandada  ******** 
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******* ******* (******), Sociedad Anónima de Capital 
Variable, de cancelar dicho contrato y el saldo deudor del 

mismo, así como los accesorios que hubiese generado dicho 

saldo.

QUINTO. La actora reconvencional, ******** 
******* ******* (******), Sociedad Anónima de Capital 
Variable, acreditó los elementos constitutivos de su acción de 

pago, mientras que la excepción hecha valer por la 

demandada reconvencional  ****** ****** ******* 
********** resultó infundada.

SEXTO. Se condena a la demandada reconvencional 

****** ****** ******* ********** a pagar a la actora 

reconvencional  ******** ******* ******* *******), 
Sociedad Anónima de Capital Variable, la cantidad de 
$********** (*********** ******* * ***** *** ********** 
******** * ****** pesos, noventa y cinco centavos, 
moneda nacional), que se integra por $********** 
(********** ******* * **** *** ********** *********** 
pesos, veintiocho centavos, moneda nacional), por 
concepto de “suerte principal” y $********* (******* * 
** *** ********** pesos,  ******* * ***** centavos 
moneda nacional), por concepto de intereses.

SÉPTIMO. Se condena a la actora en lo principal y 

demandada reconvencional  ****** ****** ******* 

********** a pagar a la demandada en lo principal y actora 

reconvencional  ******** ******* ******* *******), 
Sociedad Anónima de Capital Variable, gastos y costas, 
por los motivos expuestos en el considerando séptimo de 
la presente sentencia.

OCTAVO. La presente resolución se notificó a las 

partes en términos del artículo 1390 bis 22 del Código de 

C
L

A
U

D
IA

 D
E

 A
N

D
A

 G
A

R
C

IA
706a6620636a6633000000000000000000016632
06/05/29 10:57:54

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio Oral Mercantil 398/2025-III
Sentencia definitiva

87

Comercio, durante el desahogo de la audiencia del juicio, 

celebrada en esta fecha; en la que, además, se dejaron a su 

disposición copias simples de la presente y de los registros 

correspondientes.

Lo acordó y firma electrónicamente, la licenciada 

Mayra Fabiola Guzmán López, secretaria en funciones de 

jueza del Juzgado Primero de Distrito en Materia Mercantil 

Federal en el Estado de Jalisco, Especializado en Juicios 

Orales, con residencia en Zapopan, quien actúa ante la 

licenciada Claudia De Anda García, secretaria que autoriza 

y da fe. 
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EVIDENCIA CRIPTOGRÁFICA - TRANSACCIÓN

Archivo Firmado:

169104821_1287000039947842031.p7m

Autoridad Certificadora:

Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Firmante(s): 2

FIRMANTE
Nombre: CLAUDIA DE ANDA GARCIA Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.66.32 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

29/09/26 23:38:50 - 29/09/26 17:38:50 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

77 d5 9c 15 1d 64 b0 fc 31 5e c8 24 d4 2c 82 2c
db 2a 86 28 86 de 5f ec 38 b2 8f 5c 5b ae 64 32
d1 c9 f5 ab 10 59 17 72 b8 d0 1b 06 09 ad c7 cd
82 f0 7c b0 57 8d c6 9a 2b c5 97 c1 16 eb fa b0
32 39 19 ef 3a c5 21 94 f6 8a ae 52 51 db 54 ab
25 0e 0e da 04 32 2e 59 4e fd 0f 03 b1 10 d5 4d
84 ed 5e aa 9f 91 dc 1d 22 e8 75 c0 d7 11 86 c7
9d 46 e1 24 76 38 3f a6 23 17 54 12 25 71 22 be
11 de d6 32 06 98 e8 e3 a3 dd cb a9 5d 17 25 68
91 f8 d9 f5 79 53 78 0e c6 6f 2e ae 69 36 fb 2c
32 62 55 d7 9d d3 64 a8 6f a0 87 c7 f0 e1 d1 80
b3 ce 0b e9 9f 40 6b 9e ae e0 70 ce d7 40 14 78
f2 65 0b 08 d5 fa 9b 22 96 4d 96 12 a5 11 e3 6e
78 60 60 57 ff 15 b5 d9 b0 d2 13 9a 18 16 93 dc
52 70 16 29 9e 5b 98 6c 1c 3f ac a9 05 85 4c 36
a5 88 bf 7d 11 e1 72 f3 2a 0e 73 b9 17 39 f7 43
22 da df 72 fe 20 d8 60 7b 80 77 92 45 bd b6 9a
da d1 74 48 2c 25 24 8e 4b db 0f 0b 61 ce 3e c5
7c a4 e7 fd dc 4d 39 43 6c 39 c5 33 ed 98 b7 bf
81 c4 de f1 62 bd e4 cb 8e 77 ae a8 20 51 b5 be
2e 74 72 6c c2 cf 89 1b d3 9b 68 65 05 3f bb ee
85 7a 68 22 51 8c cf cd 5b ab f6 1a ba f1 87 8b
1d f8 08 0c 99 28 6c 10 d3 2a bf 2b cd 85 7c a8
64 51 d6 80 d8 07 78 42 47 8d a6 71 1f 42 4f 52

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 29/09/26 23:38:51 - 29/09/26 17:38:51

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.66.32

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 29/09/26 23:38:51 - 29/09/26 17:38:51

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 212708827

Datos estampillados: vZJAcPrlYMoJmpZzActyKWTYAso=
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FIRMANTE
Nombre: MAYRA FABIOLA GUZMAN LOPEZ Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.63.54 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

30/09/26 01:08:35 - 29/09/26 19:08:35 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

d8 1d 3e e5 f9 ee 38 5e ed a1 77 10 1d 61 d8 83
e1 71 10 12 4a e5 73 a2 eb 9b 16 f5 49 82 69 5a
04 b4 82 7b db 7f b8 e7 3f a9 16 98 30 a1 98 4b
1e 86 41 10 ad e9 0d 8e 6a 4d 6a e8 d6 41 77 5c
57 6a 18 b3 2a a7 2c 5e a3 87 7c fb 37 69 77 27
02 f7 99 70 ff 46 65 ae 7d 48 24 67 11 96 9a 48
5c 4a 8b f8 af 9c f1 3c b4 a8 d0 d7 79 fb 70 6f
22 58 c7 a5 7e 32 01 52 04 0b 6b 11 22 80 24 7a
a9 8e 7f 4d 65 ad c9 30 b4 85 f7 85 de fe a2 53
39 14 13 3a 41 83 5c 51 bb ca e3 6c 49 06 57 0b
88 ec b0 af e2 f3 dc 2f 2f 43 4d 60 ef a4 ac 67
40 23 cd 64 c8 c9 ec c2 52 d9 9f cf 95 aa 37 45
54 d7 c6 5e 7f 74 bc b0 dc 66 3a d6 43 ff 3e 30
6a 93 94 f3 20 51 31 6b 9e 11 08 53 a4 2a 6e ec
9c 8a 45 32 69 12 d7 f2 b5 e8 aa 4b 94 3b 23 e6
ab 2c d0 2a f2 5b 7c db 7a c5 7a de c1 49 98 06
c1 0c 90 6c 1a ec 66 eb 8f e5 4d 2f 75 8f 75 87
4e 75 28 bb 1f 8b f1 18 f5 23 1e 63 1f ec 97 f3
71 44 77 fd 8a 96 92 57 27 8d 33 bc 17 fd 5f 41
ed 33 b5 60 34 e3 1a be 99 13 0f 61 4e b3 d7 e0
c0 f2 92 64 5e 4d 7d 03 b7 97 96 e0 09 07 09 28
d5 60 94 3f b9 6c 19 a7 66 d3 62 9d 2b 79 9d 5a
d9 99 f4 f7 03 9e eb 07 5e 4d 5d 9f ca 82 3b fe
21 71 98 ef 9c 56 80 69 c1 50 53 8a 35 d5 01 43

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 30/09/26 01:08:36 - 29/09/26 19:08:36

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.63.54

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 30/09/26 01:08:36 - 29/09/26 19:08:36

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 212766438

Datos estampillados: DcONXG4Gi7SXO/tFI/EcC5hJLyI=
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aEl veintinueve de septiembre de dos mil veintiseis, la licenciada Claudia de

Anda García, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Primero de Distrito
en Materia Mercantil Federal en el Estado de Jalisco, Especializado en
Juicios Orales, con sede en Zapopan, hago constar y certifico que en esta
versión pública no existe información clasificada como confidencial o
reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública. Conste.


